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Contexto Nacional  
México atraviesa por una difícil situación en materia de seguridad pública. De facto, hay una ausencia del estado en varias regiones del país y la situación de los derechos humanos se ha degradado considerablemente. La estrategia de combate al narcotráfico iniciada con el gobierno de Felipe Calderón está basada en el despliegue de las fuerzas armadas para realizar tareas de seguridad pública y la reforma del sistema nacional de seguridad pública. Esta estrategia no está dando resultados y tiene al país sumido en una espiral de violencia.

La decisión de desplegar a soldados mexicanos como una fuerza dominante en operaciones antidrogas (casi 50.000 en los últimos cuatro años y medio) no ha mejorado la seguridad en México. Al contrario, hasta mayo de 2011 aproximadamente 40,000 personas han sido asesinadas a causa de la violencia relacionada con el narcotráfico y el crimen organizado. El gobierno considera como principales responsables de la violencia a los grupos delincuenciales, eludiendo la responsabilidad de las policías locales y los militares en el número creciente de violaciones a los derechos humanos. El despliegue militar por todo el territorio no ha aminorado esta crisis de violencia sino que la ha incrementado. Desde que Felipe Calderón inició la estrategia de combate contra el narcotráfico, las quejas contra militares por violación de derechos humanos se incrementaron en más de 300 por ciento: la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena) ha sido denunciada en 1,415 ocasiones mediante quejas presentadas ante la CNDH. En 2010, la CNDH registró más de 1.600 denuncias de abusos a manos de miembros de las fuerzas armadas. La ausencia de un mecanismo efectivo para los operativos y responsabilizar a las fuerzas de seguridad por sus acciones cuando éstas violan derechos humanos perpetúa mayores abusos y mina la capacidad civil para confiar y colaborar con las instituciones de seguridad en la guerra contra cualquier tipo de crimen. 

Las Fuerzas armadas no se han limitado a actuar como apoyo a las policías y autoridades civiles sino que han asumido las tareas que les corresponden a éstas. El Ejército patrulla las calles e instaura retenes y controles de revisión, se encarga de desmantelar centros de distribución de drogas y de realizar arrestos y cateos sin que necesariamente se cuente con la orden de aprehensión correspondiente. En varias ciudades y estados del país han asumido tareas de investigación de crímenes y la custodia de individuos detenidos, así como el control de unidades policíacas. En este proceso de militarización se observa de manera creciente la presencia de militares como titulares de las Secretarías de Seguridad Pública estatales o de las diferentes corporaciones policíacas.

Este panorama de inseguridad descrito se da en un contexto donde persiste la impunidad, que afecta en especial a los derechos humanos situación que se ha acrecentado en los últimos años. La población, especialmente los grupos vulnerables y quienes viven en zonas marginales, percibe generalmente el sistema de justicia como algo distante y ve en sus operadores a figuras alejadas a las que no se puede acceder con facilidad; mujeres, pueblos indígenas, migrantes, jóvenes, defensores y defensoras de los derechos humanos y periodistas son víctimas constantes de un sistema que los discrimina sistemáticamente.

El sistema de justicia en México ha sido señalado como deficiente en numerosas ocasiones, tanto por organizaciones no gubernamentales como por organismos de Naciones Unidas o el Sistema Interamericano. Muchas de esas deficiencias no son atribuibles a factores económicos, ni siquiera a los problemas de seguridad que vive el país; por el contrario, podemos asegurar que estas deficiencias son derivadas de falta de voluntad política y vicios históricos que han dado como resultado una cultura de impunidad. Prueba de ello es la aplicación del nuevo sistema de justicia, que no se está llevando a cabo de manera efectiva. Falta voluntad política para combatir el alto nivel de corrupción que caracteriza a las instancias de procuración y administración de justicia e impulsar cambios necesarios para revertir esta situación.

Asimismo, la concepción que sobre la seguridad subyace a esa estrategia ha repercutido en el impulso de diversas reformas legislativas relacionadas con este tema, en el plano federal, que implican serias amenazas respecto de la vigencia de los derechos humanos en México. Ejemplo de ello es la discusión sobre la Ley de Seguridad Nacional y la iniciativa de reformas relativas a la procuración y administración de justicia militar que pretende eliminar la competencia del fuero militar tan sólo en tres delitos: desaparición forzada, tortura y violación, con la engañosa pretensión de cumplir las sentencias dictadas por la Corte Interamericana de Derechos Humanos. 
Al respecto, a pesar de la emisión de diversas sentencias por parte de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de los esfuerzos de las organizaciones y víctimas, los avances en las investigaciones por parte de las autoridades federales son nulos. 

Ejemplo de ello, son las dos sentencias condenando al Estado Mexicano en los casos Inés Fernández Ortega y Valentina Rosendo Cantú, por la violación sexual y tortura que sufrieron ambas mujeres indígenas en el año 2002, así como por la detención arbitraria, violaciones al debido proceso y falta de investigación por tortura en el caso de los Campesinos Ecologistas Rodolfo Montiel y Teodoro Cabrera.  Los dos casos referidos se enmarcan en los abusos cometidos por miembros del Ejército en el estado de Guerrero y tienen varios rasgos en común, en particular, la impunidad absoluta en la que han permanecido por años al haber sido remitidas las investigaciones al fuero militar, en el cual a la fecha, permanecen sin avances y con preocupación por las actuaciones llevadas a cabo por parte del Ejército Mexicano. 
En la medida que ambas sentencias llaman la atención sobre fallas estructurales del Estado mexicano, es de trascendencia que al momento de llevar a cabo la implementación, se atiendan las prioridades de las víctimas abordando cada uno de los aspectos para atacar esas fallas de manera efectiva.  Asimismo, con dichas sentencias, se presenta un momento histórico propicio para profundizar en temas fundamentales de la agenda actual de derechos humanos en México y para ordenar, con carácter legalmente vinculatorio, las reparaciones necesarias para revertir los patrones mencionados. 
En este panorama, se presentan en el plano nacional algunos avances paulatinos. Tal es el caso de la reciente reforma constitucional en materia de derechos humanos, que después de muchos años cristalizó algunas de las demandas más añejas de la sociedad civil respecto de la constitucionalización de los derechos humanos, si bien en el proceso quedaron fuera otras demandas igualmente centrales. También es el caso, por ejemplo, de la reforma del juicio de amparo, promulgada el 3 de junio, que simplificaría el funcionamiento de esta herramienta legal cuando se materialice la expedición de la nueva ley reglamentaria, y que podría generar un círculo virtuoso al engarzarse con la reforma en materia de derechos humanos, y representar un avance hacia la justiciabilidad de los derechos.     
Armonización legislativa

El 8 de marzo de 2011, después de ocho años de haberse planteado la recomendación por parte de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas en México
, el Congreso de la Unión aprobó una reforma constitucional en materia de derechos humanos. La aprobación de esta reforma constituye un avance decisivo hacia la plena armonización del marco normativo interno con los más altos estándares internacionales en derechos humanos, lo que favorece el cumplimiento de los compromisos adquiridos por México ante la comunidad internacional. 

El Sistema de las Naciones Unidas en México (ONU México) reconoció la importancia de dicha reforma
. Entre los avances destaca: la elevación a rango constitucional de los derechos humanos reconocidos en los tratados internacionales; la aplicación prevalente de la norma más favorable a la persona (principio pro persona); la consagración de las obligaciones de las autoridades, tanto administrativas como judiciales, de no interpretar restrictivamente las normas que contemplan derechos humanos (principio de progresividad); la enunciación de los derechos humanos en el eje de la educación, el sistema penitenciario y la política exterior; el más estricto ámbito de la figura del estado de excepción; la modificación del artículo 33 para reconocer el derecho de audiencia de las personas extranjeras a quienes se pretenda expulsar del territorio nacional; el fortalecimiento de los organismos públicos de derechos humanos; y el mejoramiento del sistema de control abstracto de la constitucionalidad. 
El 18 de mayo de 2011 se alcanzó el mínimo necesario para cumplir con la aprobación, en los términos del artículo 135 constitucional: 22 estados habían aprobado la reforma en los Congresos locales y solamente Guanajuato había votado en contra. El 9 de junio se promulgó el Decreto Presidencial que dio vida al contenido de la reforma
.

Ahora los retos consisten en la implementación de los artículos transitorios de la reforma referentes a la ley de reparación de daño, el estado de excepción, el derecho de asilo y la expulsión de extranjeros,  así como las leyes secundarias que permitan su implementación. Por su parte, la Cámara de Diputados deberá aprobar presupuesto para la implementación de algunos aspectos de la reforma, como el que modifica la Ley Orgánica de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y las legislaturas locales deberán iniciar los procesos de armonización de sus constituciones con el contenido de la reforma. Todo este proceso deberá asegurar la plena participación de la sociedad civil. 
Otro avance importante es la promulgaron de las reformas a los artículos 94, 100, 103, 107 y 112 de la Constitución, vinculados con el juicio de amparo. Los ciudadanos podrán, a partir de ahora, interponer amparos cuando consideren que han sido violentados no sólo los derechos garantizados en las leyes, sino en los tratados internacionales ratificados por México
. 
El contexto del estado de Guerrero

El notorio incremento de la violencia en la entidad, ha convertido hoy al estado de Guerrero en uno de los estados más violentos de la República. Durante el último sexenio, de acuerdo con la Comisión Estatal de Derechos Humanos (Coedehum), se cometieron cinco mil homicidios dolosos, al menos 202 secuestros y más de 170 hechos probablemente constitutivos de desaparición forzada. La complejidad de la situación es comprensible si se toma en cuenta también que Guerrero ocupa el primer

lugar en cuanto a producción de amapola en el país y el tercer en producción de marihuana, según información de la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena).

Pero más allá de la coyuntura marcada por la violencia persisten en Guerrero los acendrados problemas estructurales de pobreza y marginación. Así, el informe del Consejo Nacional de Población, publicado en 2010, destaca que Guerrero es el estado con más alta marginación y como en el resto del país, la pobreza lacera especialmente a la población indígena, que en Guerrero asciende a 600 mil personas de los pueblos naua, na savi, me phaa, y ñomnda, concentradas casi en un 80% en La Montaña, región donde Tlachinollan realiza su trabajo.
Este contexto de margilnalidad extrema se ha complejizado aún más en años recientes, a partir de dinámicas regionales inusitadas que se han agudizado en años recientes. Señaladamente, el contexto regional se ha modificado consecuencia de la extensión de la violencia asociada al narcotráfico y la militarización, así como a las nuevas disputas por el territorio y los recursos naturales que afectan a las comunidades indígenas de la Montaña.

Situación de Pueblos Indígenas de Oaxaca 

Oaxaca es un Estado de gran riqueza  natural y cultural, con una historia prehispánica y colonial que da cuenta de la existencia de grandes logros y contradicciones. Su gran extensión  territorial con una vasta variedad de minerales, bosques, aguas,  y cultivos, lo han dado a conocer a nivel mundial. No menos importante es su población multiétnica con una gama abundante en tradiciones de todo género que van desde el aspecto culinario hasta la industria del vestido. Una característica importante es el sistema de producción comunitaria que algunas regiones todavía observan; así como la preservación de una visión del mundo que conjuga lo secular con lo religioso y que considera como objetos sagrados sus tierras, bosques y aguas. Contrario a esto, encontramos el proceso de empobrecimiento y explotación que históricamente han sido sometidas las comunidades por la permanencia de un sistema de caciques regionales que al amparo del gobierno y sus funcionarios en turno, han usufructuado el poder.

No obstante que la Constitución General de la República Mexicana y los Tratados Internacionales de Derechos Humanos  imponen al gobierno estatal la obligación de respetar los derechos fundamentales de las personas en todos los niveles con la finalidad de lograr una convivencia pacífica y una vida digna con acceso a la salud, a la cultura, a la educación y al trabajo, la realidad oaxaqueña durante los últimos 80 años, ha sido de alta marginación económica que ha generado niveles escandalosos de extrema pobreza en el campo y en la ciudad ocasionadas por la corrupción de los funcionarios públicos que en complicidad con diferentes personas y grupos de poder económico, han saqueado en forma brutal las riquezas del Estado.

En Oaxaca el desconocimiento y el menosprecio de los derechos humanos han originado actos de barbarie ultrajantes para la conciencia de la humanidad y lesionado la libertad que se ha proclamado como la aspiración más elevada del hombre y el vivir en un mundo en que los seres humanos, liberados del temor y de la miseria, disfruten de la libertad de palabra y de la libertad de creencias.

Consideramos que el mundo será más digno, justo y humano si desde todos los espacios gubernamentales se genera el tema de los derechos humanos como un eje transversal e integral que contemple a la persona en su pluriculturalidad, cosmovisión y comunalidad.

En México y principalmente en Oaxaca los pueblos indígenas  viven y padecen ancestrales conflictos por la posesión de la Tierra,  existe una conflictividad agraria en el país y que las instituciones creadas para atender esta problemática no han sido eficientes, ni eficaces en su función, sino por el contrario son cómplices y provocadores de la violencia que se vive en los pueblos indígenas, donde se han dado enfrentamientos con saldos trágicos. Sólo por mencionar algunos de alerta internacional son:  Masacre de 28 indígenas  en 1988 en Santa María Zaniza (Sierra Sur),  Emboscada  en 1998 donde asesinan a 11 indígenas de Santo Domingo Teojomulco (Sierra Sur), Masacre de 27 indígenas en el paraje de “Agua Fría” en 2002,  (Sierra Sur), Asesinato de 4 indígenas en Ixcatlán (Mixteca),  retención de 35 indígenas de Yosoñama por  San Juan  Mixtepec (Mixteca) en 2010; invasión a la comunidad de Zimatlán de Lázaro Cárdenas, febrero 2011, donde murieron 8 indígenas(Mixteca). 

Actualmente, a partir del mes de agosto del 2011, resurge la violencia y provocación del pueblo vecino con Santa María Zaniza,  pues las Autoridades Municipales y Agrarias han presentado denuncias penales en la Procuraduría de Justica del Estado de Oaxaca por hechos violentos como son tiroteos al modulo de policía asignado en los limites en conflicto con Santiago Amoltepec, conflicto añejo  que resurge;  han denunciado invasiones de terreno, rozo y cerca de los terrenos que según resolución presidencial pertenecen a Santa María Zaniza.

Los dos municipios en conflicto son de la Sierra Sur y los habitantes de Santa María Zaniza temen que se dé una agresión mayor con saldos lamentables contra sus pobladores por habitantes de Santiago Amoltepec. Para evitar esto han denunciado ante las instancias correspondiente para que investiguen y castiguen a los responsables de estos hechos;  han Solicitado al Secretario General de Gobierno y Secretario de Seguridad Publica manden un grupo de policías a reforzar a los cuatro que se encuentran en los límites territoriales. A pesar de haber denunciado, de haberse entrevistado con varios funcionarios Estatales a la fecha NO hay un camino, una propuesta, una atención a la problemática y la situación se sigue agravando.  
Ante estas situaciones que se viven en los pueblos indígenas de la Sierra Sur decimos que NO es casualidad que los conflictos agrarios continúen sin solución y cada vez son más violentos  por las ambigüedades y vacíos jurídicos respecto a los derechos y títulos agrarios desde hace décadas y siglos; por planes sobrepuestos, producto de la entrega de documentos alterados por las autoridades agrarias; por desacuerdos acerca de los límites territoriales; por el acaparamiento y las ocupaciones ilegales de ganaderos y madereros, terratenientes, empresarios de la delincuencia organizada y narcotráfico, entre otros. Toda esta problemática se da con la protección y respaldo de las autoridades, quienes lejos de solucionar administran estos conflictos.

Quienes están en las instituciones agrarias no defienden el territorio de los pueblos indígenas, ya que impulsan una política de privatización de la tierra y por ello NO les interesa intervenir y solucionar los conflictos existentes.

Para los Pueblos Indígenas  y  Campesinos de  México, el significado de la tierra lo definen como:

“Es el espacio material en donde se reproduce nuestra existencia, donde trabajamos para obtener nuestro alimento”.

“Es el espacio espiritual, donde están nuestras raíces, donde descansan nuestros ancestros”.
Para ellos las Tierras, Territorios y Recursos son el espacio donde viven, se asientan y se sustentan los Pueblos Indígenas en México, comprende  los suelos, bosques, costas, aguas y todos los recursos naturales que son aprovechados, conservados, defendidos y desarrollados en forma comunal. La principal amenaza para las tierras, territorios y recursos de los Pueblos Indígenas es el amplio proceso de privatización, que se impulsa a través de las leyes actuales y las políticas públicas porque existe un marcado interés del Estado y las grandes empresas privadas por estos recursos, principalmente  la biodiversidad, los minerales y toda la riqueza natural que se encuentra en  territorio  de los Pueblos Indígenas.
Situación de la Tierra en México
En todo el territorio Mexicano existen diferentes formas de tenencia de la tierra; propiedad comunal, propiedad  ejidal y propiedad  privada . 
A nivel nacional la superficie de tierra en posesión de Pueblos Indígenas es de 29,971 hectáreas ejidos y comunidades, y + 103 millones de hectáreas. 

En la actualidad existen en todo el territorio nacional por lo menos mil conflictos agrarios,  estos regularmente se deben a la posesión, uso y usufructo de tierras y aguas. "El más serio y no pocas veces difícil de resolver se presenta cuando dos o más comunidades reclaman la propiedad de un mismo predio, conflicto que puede tardar siglos en resolverse".

Las instituciones gubernamentales creadas para dar certeza jurídica en la posesión de la tierra  no responden a las necesidades de los Pueblos Indígenas, sobre todo porque choca con la visión del significado de la tierra, que es más profundo y espiritual, y dichas instituciones van con el objetivo de mercantilizar la tierra en perjuicio de los poseedores de la misma.

La solución de los conflictos compete fundamentalmente al poder federal "quien regularmente no muestra el conocimiento suficiente sobre el problema”. Los responsables: Secretaría de la Reforma Agraria (SRA), Procuraduría Agraria (PA),  Tribunal Unitario Agrario (TUA) y demás instituciones gubernamentales desconocen los casos y no le dan el tratamiento adecuado, complicando aún más la situación.

Los diversos enfrentamientos que viven las comunidades por exigir reconocimiento a sus límites demuestra la falta de voluntad, sensibilidad e interés por parte del Gobierno Federal.

La violencia que ocasiona la conflictividad agraria ha incrementado la emigración de los varones, dejando a las mujeres abandonadas. Las mujeres deben asumir la responsabilidad de educar y mantener a la familia, papel para el que lamentablemente no fueron preparadas. Además, para el ejercicio de este nuevo rol no cuentan con el reconocimiento formal de su  comunidad. 

En los Estados donde existen conflictos agrarios como los que vivimos en Oaxaca,  vemos que los pueblos  son cada vez más pobres y no hay alternativas para mejorar sus condiciones de vida. Culturalmente discriminadas, violentando los Usos y Costumbres y negando legitimidad a sus procesos comunitarios, las comunidades enfrentan una realidad que pretende imponer el miedo como forma de estrategia de dominación.
En la Sierra Sur de Oaxaca donde se viven varios conflictos agrarios como son Santo Domingo Teojomulco con Santa Cruz Mixtepec;  Santa Cruz Mixtepec con San Pedro el Alto, San Pedro el Alto con Santiago Textitlán, Santiago Textitlán con Santiago Amoltepec, Santiago Amoltepec con Santa Maria Zaniza, San Mateo Yucuntindoo y Santa Cruz Zenzontepec, conflictos considerados como FOCO ROJO para las instituciones agrarias.

En Santa María Zaniza que padece el conflicto contra Santiago Amoltepec también ve amenazado su territorio por la ambición  e interés económico en la explotación de la Mina de Hierro que se encuentra en su territorio.

Los proyectos mineros en Oaxaca y sus impactos ambientales, 
sociales y culturales en los pueblos indígenas
México es uno de los países de Latinoamérica que se encuentra localizado en una región volcánica rica en minerales. Las 32 entidades federativas de la República Mexicana cuentan con yacimientos mineros. A nivel nacional destaca la producción de 10 minerales (oro, plata, plomo, cobre, zinc, fierro, coque, azufre, barita y fluorita), seleccionados por su importancia económica y su contribución a la producción nacional.

En el estado de Oaxaca existen una gran cantidad de concesiones de exploración y explotación minera otorgada a empresas transnacionales, mismas que llegan a las comunidades indígenas donde se encuentran los recursos minerales, prometiéndoles múltiples beneficios a los habitantes de los pueblos tales como el  “desarrollo” por la creación de escuelas, hospitales, pavimentación de calles, construcción de puentes, carreteras, generación de empleos, etc.

Sin embargo, jamás informan sobre los verdaderos impactos que trae consigo los trabajos de extracción minera, no les dicen que cortarán los árboles en toda la zona minera, que ocuparán enormes cantidades de agua y como consecuencia secarán ríos, manantiales, ojos de agua, etc., y que la poca agua que quede estará contaminada, que las tierras y plantas quedarán igualmente contaminadas, que las personas que habiten en ese lugar tendrán serias consecuencias en su salud y que los niños serán los más vulnerables. Eso jamás lo dirán. Afortunadamente, la gran mayoría de las comunidades de la sierra sur lo sabe y por eso NO ACEPTA los trabajos de la minería en la zona, los rechazan y a través de sus asambleas comunitarias han acordado un “NO” rotundo a la minería.

La sierra sur de Oaxaca, por su orografía es de difícil acceso. A la sierra la cruzan tres carreteras: la de ciudad de Oaxaca a Pochutla, la que va de Teposcolula o Huajuapam a Pinotepa Nacional y la que va de la ciudad de Oaxaca a Puerto Escondido. Por su gran extensión viven varias naciones indígenas: zapotecos, mixtecos, chatinos, chontales, amuzgos, triques y mestizos. Entre las poblaciones más importantes podemos mencionar: Miahuatlán, Putla, Sola de Vega, San Carlos Yautepec, Juquila, San Juan Mixtepec, San Miguel Coatlán, San Pedro Mixtepec, San Pedro Amuzgos, Santiago Minas, Santo Domingo Teojomulco, Asunción Tlacolulita y Nejapa de Madero. 
Desde 1998 en todos los medios locales del Estado de Oaxaca (Noticias, Imparcial, Marca, etc.) se  publica  que se da luz verde para el proyecto minero Tehuantepec, impulsado por la empresa Altos Hornos de México S.A.(AHMSA), complejo minero  muy importante del país y que contempla la explotación de minerales (fierro) en  Santa Maria Zaniza (la más grande), Santiago Textitlán, San Jacinto Tlacotepec, Santo Domingo Teojomulco, San Lorenzo Texmelucan, Santa María Lachixio, todos ubicados en  la región de la Sierra Sur.

Autoridades Municipales y Comunales de los municipios de Santo Domingo Teojomulco, San Lorenzo Texmelucan, Santiago Textitlán, Santa Cruz Zenzontepec y Santa María Zaniza han realizado una serie de reuniones regionales para fijar su  postura clara y segura sobre  la Explotación Minera y según acuerdo de sus asambleas comunitarias, máxima autoridad en sus pueblos, es un NO a la Minería.

Por acuerdo de sus asambleas se han realizado diversos foros regionales en las comunidades de Santa Maria Zaniza, Santo Domingo Teojomulco y Santa Cruz Zenzontepec, donde se han tocado los temas sobre los derechos indígenas, los derechos agrarios, los megaproyectos y sus consecuencias ambientales, el agua, los recursos naturales, etc. 
En todo el territorio de Santa Maria Zaniza existen diversos lugares sagrados para la comunidad, ahí realizan ofrendas, peticiones y ceremonias donde piden salud para sus familias, una buena cosecha en sus tierras, lluvia y paz para la comunidad. De realizarse los trabajos de explotación minera, todo esos lugares desaparecerán, afectando a la comunidad en sus costumbres y tradiciones, causando la pérdida de su identidad como pueblo indígena arraigado a su derecho consuetudinario.

En conclusión, la comunidad indígena de Santa Maria Zaniza, no está de acuerdo con el Proyecto Minero de la Sierra Sur, tampoco ha sido consultada. Han tenido una amarga experiencia en los trabajos de exploración que realizó la empresa minera en el año de 1996, ahí contrataron a los habitantes de la comunidad de Santa María Zaniza para que realizaran los trabajos más difíciles y rudos que los empleados de la empresa no podían realizar, obligándolos a trabajar amplias jornadas laborales con bajos salarios,  negándoles capacitación para poder manejar las máquinas y herramientas que utilizaban, y como consecuencia de esos trabajos, se contaminaron algunos arroyos, se secaron dos ojos de agua, además se enfermaron hombres, mujeres y niños  por respirar  las sustancias tóxicas que utilizaron para realizar dichos trabajos.

De igual forma los Municipios  de Santiago Textitlán, San Jacinto Tlacotepec, Santo Domingo Teojomulco, San Lorenzo Texmelucan, Santa Maria Lachixio  ya se han manifestado en contra del proyecto minero y no están de acuerdo que dicha empresa comience a realizar los trabajos de explotación ni ningún otro. Se recalca que las comunidades no han sido consultadas y pese a ello las concesiones de explotación minera ya han sido otorgadas a las empresas.
Los pueblos indígenas de Oaxaca en diferentes foros y espacios públicos exigen al Gobierno Federal y Estatal que:

· Se  respete el derecho y  la relación especial que guardan con sus tierras. 

· Que  se les reconozca el derecho como propietarios y poseedores de sus tierras ancestrales, tanto en forma colectiva como individual. 

· El derecho a poseer, utilizar, desarrollar y controlar sus tierras, territorios y recursos naturales.

· El derecho a transmitir sus tierras de generación en generación.

· El derecho a participar en la utilización, administración y conservación de los recursos naturales existentes en sus territorios.

· El derecho a ser consultados ante cualquier programa o acción que tienda a implementarse en sus territorios, incluyendo la prospección o explotación de los recursos naturales de sus tierras. 

· El derecho a que se respete su consentimiento previo libre e informado.

· El derecho a que se realicen estudios sobre los efectos que pudieran ocasionar las prospecciones o explotaciones de los recursos naturales que existan en sus territorios.

· El derecho de beneficiarse de las ganancias obtenidas de toda explotación o aprovechamiento de los recursos naturales existentes en sus territorios. 

· El derecho a la indemnización por los perjuicios que les lleguen a causar las actividades de aprovechamiento o explotación de los recursos naturales existentes en sus territorios.

Derechos que sabemos están fundamentados legalmente en:

· Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (artículos 2º y 27)

· Ley Agraria (Artículos 49, 99, 100 y 108).

· Ley de Amparo (Artículo 212)

 Tratados  Internacionales:

· Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (Artículos 13, 14, 15, 16, 17, 18 y 19).

· Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (Artículos  8,10, 25, 26, 27, 28, 29, 30 y 32).
Jurisdicción militar

Como lo establecen los instrumentos jurídicos y la jurisprudencia internacional, la jurisdicción militar debe ser restrictiva, excepcional y de competencia funcional. En México, en cambio, es amplia, recurrente y de competencia personal, pese a que la Constitución dispone lo contrario en su artículo 13. El Estado mexicano sigue permitiendo que el Ejército juzgue a sus elementos ante sus propios tribunales especiales aplicando su normatividad de excepción en calidad de regla y vulnerando las garantías procesales de las víctimas civiles. Esto se debe a una lectura sesgada de la definición de “actos del servicio” como condición para considerar un hecho ilícito como delito contra la disciplina militar (artículo 57, fracción II, inciso a) del Código de Justicia Militar). Sin embargo, es inaceptable que la violación de derechos humanos sea considerada como “acto del servicio” de las fuerzas armadas. De ahí que la extensión de la jurisdicción penal militar vulnere las garantías de independencia e imparcialidad procesales.

Por virtud del resolutivo 10 de la Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CoIDH) sobre el caso Rosendo Radilla Pacheco, el Estado mexicano está obligado a reformar el marco normativo que rige la justicia militar, particularmente el artículo 57, fracción II, inciso a) del Código de Justicia Militar, así como establecer mecanismos de control democrático a la participación de la Fuerza Armada Permanente prevista en otros ordenamientos, como es el caso de las actividades de “seguridad interior”, concepto vertido en la reforma de la Ley de Seguridad Nacional, actualmente en discusión en la Cámara de Diputados, cuya aprobación permitiría regularizar la intervención de elementos castrenses en conflictos políticos y sociales en las entidades federativas, caracterizados como “amenazas a la seguridad interior”.

Cabe destacar que la Corte Interamericana ordenó al Estado mexicano reformar el Código de Justicia Militar en sus Sentencias sobre los casos Rosendo Radilla Pacheco, Inés Fernández Ortega, Valentina Rosendo Cantú y Rodolfo Montiel y Teodoro Cabrera, y que diversos mecanismos del sistema universal de protección de los derechos humanos se han pronunciado en términos de establecer la necesidad de reformar el Código de Justicia Militar, entre otros el Relator Especial sobre Independencia de Jueces y Abogados,
 así como el Relator contra la Tortura,
 el Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria
 y la Relatora Especial sobre Ejecuciones Extrajudiciales, Sumarias y Arbitrarias.
 

A pesar de que el Estado mexicano está obligado a reformar el fuero militar, el gobierno federal ha demorado el cumplimiento de sus obligaciones internacionales en la materia, presentando el pasado 18 de octubre una reforma inadecuada e incluso regresiva al Código de Justicia Militar, que solamente contempla la jurisdicción ordinaria para casos de desaparición forzada, violación sexual y tortura de civiles por parte de militares con un alto riesgo de que dichos delitos sean reclasificados y yendo en contravención con lo mandatado por la Corte Interamericana y los estándares del sistema universal de protección de los derechos humanos. 

Uso sistemático de la tortura y la coacción para 
arrancar confesiones de personas detenidas
El Comité contra la Tortura de la ONU ha constatado que la tortura es una práctica sistemática en México, generalmente cometida con el fin de arrancar confesiones a personas detenidas.
 Tal situación se ha agravado en años recientes debido a la militarización de la seguridad pública, la cual ha dado lugar a un sinnúmero de casos de retención y tortura en instalaciones militares.  A pesar de lo anterior, de acuerdo a cifras oficiales podemos concluir que el delito de tortura prácticamente no se investiga en nuestro país. Las averiguaciones previas que se inician por tortura son mínimas y de acuerdo a la información proporcionada por la Procuraduría General de la República (PGR) a nivel federal entre enero de 1994 y junio de 2010, se condenó a solamente 2 personas por este delito
. La PGR igualmente informa que entre el 1º de diciembre de 2006 y el 30 de junio de 2010 se iniciaron 41 investigaciones por tortura, de las cuales solamente 1 fue consignada
, es decir, el 2.4%
. 

El uso de la tortura se inserta en un contexto en que el sistema de justicia penal sufre graves falencias y se encuentra en un momento crítico donde las violaciones al debido proceso y al derecho a la integridad física de las personas detenidas y procesadas son constantes y flagrantes por parte del ministerio público, cuyas actuaciones son posteriormente convalidadas y replicadas por la autoridad judicial. 

Esto ha llevado a una reforma constitucional, publicada en junio de 2008, para transitar del sistema inquisitivo predominantemente escrito a un nuevo sistema de justicia penal de corte acusatorio, oral y adversarial que deberá ser implementado tanto a nivel federal como estatal para el año 2016.

Sin embargo, de acuerdo a casos documentados por organizaciones de la sociedad civil mexicana, en ambos sistemas ha faltado un verdadero fortalecimiento de los métodos de conducir las investigaciones, dando como resultado que se incentiva el uso de la tortura, permitiendo así a las fuerzas de seguridad cumplir con sus cuotas de detenciones por mes y presentarse ante la sociedad como instituciones comprometidas con la lucha contra el crimen, aún cuando los resultados del uso de la tortura como herramienta de “investigación” sean que muchos verdaderos responsables se encuentren en libertad mientras que un número muy elevado de personas inocentes sean condenadas y encarceladas.

Esto es así puesto que los jueces penales no toman en cuenta las alegaciones de tortura o coacción referidas en las declaraciones –autoinculpatorias o no- de los detenidos. En todo caso, la actual reforma constitucional establece que únicamente serán consideradas pruebas, aquellas rendidas ante la autoridad judicial, es decir que las confesiones rendidas ante una autoridad diferente como podrían ser los ministerios públicos no podrán ser consideradas como pruebas. No obstante, resultan preocupantes algunas contra reformas aprobadas a nivel local, por ejemplo en Chihuahua, con la finalidad de otorgar valor probatorio a las confesiones ministeriales, con el carácter de prueba anticipada, siempre y cuando por ejemplo sean videograbadas. Tales contra-reformas son uno de los elementos que nos recuerdan que la promulgación de la reforma de 2008 no ha terminado con el flagelo de tortura y violaciones al debido proceso en el sistema penal mexicano.

Es importante recordar que en su resolución en el caso Cabrera García y Montiel Flores vs. México, la Corte Interamericana de Derechos Humanos dispuso que la regla de exclusión de pruebas obtenidas bajo tortura haya sido reconocida por diversos tratados y órganos internacionales y ostentaba un carácter absoluto e inderogable
. Afirma que las declaraciones obtenidas mediante coacción no suelen ser veraces pues la persona intenta aseverar lo necesario para lograr que los tratos crueles o tortura cesen, por lo que aceptarlas o darles valor probatorio constituye a su vez una infracción a un juicio justo
. Asimismo, estableció que –tal y como sucedió en el caso de los señores Montiel y Cabrera- el hecho de que se ratifique una confesión ante una autoridad distinta a la que realizó la acción no conlleva automáticamente a que dicha confesión sea válida puesto que la confesión posterior puede ser consecuencia del maltrato que padeció la persona y del miedo que subsiste después de este tipo de hechos
.
En México, a pesar de estos criterios de la Corte Interamericana y de ciertas tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que refieren esta prohibición de admitir confesiones arrancadas bajo tortura, la carga de la prueba para probar la coacción recae en la persona detenida, quien en la práctica no tiene manera de comprobar que fuera víctima de tortura. El Poder Judicial Federal ha determinado diversos criterios encaminados a confirmar el valor probatorio de las confesiones que en la práctica hacen casi imposible que el derecho de una persona a no autoinculparse y la obligación del Estado de excluir prueba obtenida bajo coacción se hagan efectivos.

El Poder Judicial de la Federación ha establecido por ejemplo que si el inculpado confiesa ante el Ministerio Público y ante el Juez de la causa, haber cometido un delito, dicha confesión debe quedar en pie, a pesar de una retractación posterior, ya que considera que al ratificar su declaración ante juez había cesado la coacción
. O la tesis que afirma que la existencia de la coacción no basta para invalidar el reconocimiento que de su culpabilidad hace un acusado puesto que al existir otros datos que la robustecen, no por el proceder ilegal de los captores se debe dejar en libertad al acusado
. O la conclusión de que la sola detención arbitraria no es suficiente para estimar que la confesión rendida ante el Ministerio Público y la autoridad judicial fue rendida bajo un estado anormal de orden físico o moral producido por la violencia
. Además, se fue gestando la jurisprudencia sobre el principio de “inmediatez procesal” donde la primera declaración del inculpado debe prevalecer sobre las posteriores
 y su retractación posterior será insuficiente si no aporta medios de convicción suficientes y adecuados para comprobar la coacción
; inclusive si constara el dictamen médico que acredita la existencia de lesiones del indiciado, resulta insuficiente por sí mismo para acreditar que su confesión fue obtenida bajo coacción
.

En 2009 la Suprema Corte de Justicia de la Nación decidió que al ser la tortura un delito, está sujeto a un procedimiento penal debidamente establecido para su comprobación, como sucede con cualquier otro ilícito y que, por ende, no puede presumirse, sino que debe probarse suficientemente y por las vías legales idóneas, previamente establecidas
.  Si bien esto debe ser así en procesos penales en contra de los presuntos responsables de la tortura, el mismo estándar probatorio no es el adecuado para invalidar una confesión coaccionada en un proceso penal seguido en contra de la presunta víctima de tortura, quien no cuenta con medios para comprobar la coacción.  Cabe recordar, entre otros factores, que tanto la CNDH como órganos internacionales de derechos humanos han constatado mediante investigaciones realizadas en los últimos años, la falsificación de certificados médicos por peritos estatales en México, tanto militares como ministeriales, con el fin de encubrir actos de tortura,
 haciendo prácticamente imposible que las víctimas demuestren la tortura.   
Los criterios judiciales mexicanos han determinado que aun cuando en la causa penal conste el dictamen médico que acredita la existencia de lesiones del indiciado, esta circunstancia es insuficiente por sí misma para demostrar que su confesión rendida ante el Ministerio Público fue obtenida a través de la coacción, máxime si dicha confesión se encuentra corroborada por otros medios probatorios existentes en el proceso.

Caso de estudio: Israel Arzate Meléndez, procesado con base en una confesión coaccionada en el nuevo sistema penal

Israel Arzate Meléndez, vendedor de discos en Ciudad Juárez, México, fue detenido e incomunicado por elementos militares el 3 de febrero de 2010 alrededor de las 16:30 horas.  La detención se realizó cuando a Israel, quien iba para comprar dulces a su esposa Jessica, lo alcanzó una camioneta de la cual se bajaron dos hombres quienes preguntaron a Israel si él era “Carlos Madrigal”.  Israel contestó que no.  No obstante se bajaron dos soldados del vehículo, subieron a Israel, le vendaron los ojos y le empezaron a amenazar de diversas formas.

Los soldados llevaron a Israel a un lugar para él desconocido (resultó ser las instalaciones del 20 Regimiento de Caballería Motorizada en Ciudad Juárez) donde lo bajaron, lo desnudaron, lo ataron de manos y pies, lo ataron en un colchón y lo torturaron dándole toques eléctricos y colocando una bolsa de plástico sobre su cabeza para provocar asfixia en repetidas ocasiones, ocasionando que Israel perdiera el conocimiento.  La tortura siguió durante el resto del día y hasta la noche.  Israel narra que podía oír que los militares tenían detenidas a más personas en el lugar donde estaba, a quienes también les estaban torturando. 

El día 4 de febrero de 2010, dos militares “presentaron” a Israel ante el agente del Ministerio Público, quien calificó de legal su detención. No obstante, Israel quedó materialmente bajo custodia de las Fuerzas Armadas en las referidas instalaciones militares. 

El día 5 de febrero Israel fue obligado a aprender y repetir una serie de cosas con que lo buscaban relacionar con una masacre ocurrida días antes en Juárez conocida como la masacre de Villas de Salvárcar, en que hombres armados habían privado de la vida a más de una decena de personas en una fiesta.  Después lo sentaron frente a una cámara y le dijeron que tenía que repetir las respuestas aprendidas.  Por todo lo que había pasado Israel tenía dificultades para recordar las respuestas que debía dar, razón por la cual se refería constantemente a varias hojas de papel que tenía fuera de la vista de la cámara. 

A Israel Arzate le fue aplicado el Protocolo de Estambul en abril de 2010 y éste salió positivo, es decir detectó tortura.  El Protocolo, aplicado por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, arrojó como resultados, entre otros, “amplia zona de quemaduras por corriente eléctrica en tórax posterior”, “otra amplia zona de quemaduras por corriente eléctrica, que va desde la región infra clavicular derecha hasta hipocondrio derecho”, “quemaduras por paso de corriente eléctrica en la región pubiana en número de 12”, “amplia zona de contusión en ambas piernas”, así como pesadillas y pensamientos recurrentes de los hechos de tortura. 

En una audiencia de vinculación a proceso en los días después de su detención, Israel denunció la tortura de que había sido objeto pero la juzgadora desestimó el argumento y dijo que debió haber ofrecido pruebas.  Aunque Israel tratara de mostrarle las lesiones todavía visibles en su cuerpo, la jueza no tomó en cuenta la denuncia de tortura ni tampoco dio vista al Ministerio Público para que ésta se investigara. Israel también manifestó haber sido sacado del CERESO ilegalmente y torturado, por lo que la jueza sólo le indicó que esa información tuvo que tratarla con su abogado.

Hasta el momento Israel sigue enfrentando un proceso penal por un crimen que no cometió, sin prueba física, a raíz de una confesión arrancada bajo tortura.  En todas las etapas iniciales del proceso (incluyendo dos audiencias de vinculación a proceso, amparos y revisiones de amparos) la autoridad judicial se ha negado a tomar en cuenta el testimonio de Israel sobre la tortura, afirmando que Israel no ha aportado pruebas suficientes para probarlo y recordando que corresponde a Israel demostrar la tortura y no al Estado demostrar que la confesión fuera obtenida de forma lícita.  Este caso paradigmático de abusos militares y falta de debido proceso demuestra cómo a pesar de la implementación formal del “nuevo” sistema de justicia penal en el estado de Chihuahua, los operadores de justicia siguen dando valor probatorio a pruebas ilícitas rendidas ante autoridades distintas a la judicial, mientras se niegan a ordenar que se investiguen aquellos actos de tortura denunciados por las personas procesadas.

Caso Atenco: impunidad total por la violación de 11 mujeres en 2006

Como es del conocimiento de la Comisión Interamericana, el 3 y 4 de mayo de 2006 en el pueblo de San Salvador Atenco, estado de México, ocurrió un enfrentamiento entre las autoridades municipales y grupos de vendedores de flores e individuos pertenecientes al movimiento social Frente de Pueblos en Defensa de la Tierra (FPDT). Ante esta situación, aproximadamente 2,500 agentes de seguridad, de los cuales 700 eran elementos de la Policía Federal Preventiva y 1,815 de la Agencia de Seguridad Estatal (junto con policías municipales), cercaron la zona y bajo la justificación de imponer orden, realizaron un operativo masivo caracterizado por el uso excesivo de la fuerza y graves violaciones a derechos humanos. En el marco de este operativo, los policías armados con pistolas, toletes y bombas de gas lacrimógeno agredieron y detuvieron no sólo a manifestantes sino también a personas que no tenían vínculo alguno con el enfrentamiento. El resultado fue la detención arbitraria de más de 200 personas y la muerte de dos jóvenes. De las personas detenidas, 47 eran mujeres, mismas que reportaron haber sido objeto de violencia verbal y/o física por parte de los policías. En particular, en el interior de los vehículos utilizados para trasladar a las y los detenidos a un centro de detención, las mujeres fueron víctimas de tortura sexual a manos de los policías, quienes tomaron una ruta indirecta al penal y aprovecharon la situación de incomunicación y vulnerabilidad de las detenidas para cometer actos que incluyeron la violación por vía oral, vaginal y anal; otras agresiones de naturaleza sexual como mordidas en los senos y tocamientos en los genitales; golpes y abuso físico; así como amenazas de muerte y de hacer daño a las familias de las mujeres. Todo lo anterior ocurrió a la vista de los demás detenidos (sobre los cuales las mujeres venían apiladas) y en medio de una serie de palabras abusivas de parte de los agresores, quienes, por ejemplo, les decían a las mujeres víctimas que debían estar en la casa preparando tortillas.

A más de cinco años de los sucesos, este caso permanece en la impunidad. A pesar de ser un caso ejemplar de violencia contra las mujeres, que se agrava por cuanto los responsables de las violaciones son servidores públicos, el Estado ha incumplido sus obligaciones internacionales en materia de prevención, investigación, sanción y reparación.

Llama la atención que tres años después de haber iniciado la averiguación previa correspondiente, el 13 de julio de 2009, la Fiscalía Especial para los Delitos de Violencia contra las Mujeres y Trata de Personas (FEVIMTRA), oficina que depende de la PGR, declinó la competencia de las investigaciones a favor del fuero local en el estado de México, cuando resultaba evidente no sólo la competencia de la Fiscalía para conocer de la totalidad de las investigaciones por la conexidad que existía entre el fuero común y federal, sino también la probable responsabilidad de al menos un cierto número de agentes federales, siendo que 700 elementos de la Policía Federal Preventiva participaron en el operativo. Además, la FEVIMTRA declinó competencia inclusive cuando en diversos momentos la titular del organismo referido anunció que la consignación ya estaba lista.  Al nivel del estado de México, tras la consignación de un número muy limitado de policías por delitos no graves quienes a la postre serían absueltos, la investigación no ha avanzado, dejando la tortura sexual cometida en Atenco en absoluta impunidad. 

Es por lo anterior que 11 de las mujeres víctimas de tortura sexual interpusieron, con fecha 29 de abril de 2008, una petición ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Las víctimas esperan que sea declarado admisible el caso en el próximo periodo de sesiones de la Ilustre Comisión.

Impunidad por los delitos del pasado

Un eje transversal de todos los temas abordados en el presente documento es la impunidad.  A este respecto, es importante recordar que la impunidad actual por violaciones de derechos humanos cometidas contra grupos vulnerables; en el marco de la guerra contra el crimen; como resultado de violencia estructural y corrupción; y de otra índole, remite a un legado todavía intacto de impunidad por los crímenes de estado cometidos durante la década de los años setenta en el marco de la “guerra sucia” mexicana.  En esa década, se verificó un patrón constante de violaciones de derechos humanos: desapariciones forzadas, torturas, y ejecuciones extrajudiciales, planeadas y cometidas sistemáticamente por agentes estatales con fines de represión política y social.  De acuerdo con una investigación realizada por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), durante esta etapa el Estado implementó una política represiva en contra de sus ciudadanos con la pretendida finalidad de “eliminar la guerrilla y los grupos subversivos”.
 Organizaciones civiles calculan que las fuerzas de seguridad desaparecieron a más de mil personas a lo largo de este periodo.

Tras décadas de denegación de justicia a las víctimas y familiares, en 2001 el Estado creó la Fiscalía Especial para la atención de hechos probablemente constitutivos de delitos federales cometidos directa o indirectamente por servidores públicos en contra de personas vinculadas con movimientos sociales y políticos del pasado, conocida por sus siglas como Femospp
.  Desde el inicio, organizaciones de defensa y promoción de los derechos humanos señalaron algunas limitaciones de la Femospp, entre ellas: a) el nombramiento de un fiscal que carecía de reconocimiento entre los actores involucrados en el tema; b) la adscripción de la Femospp a una Procuraduría General de la República (PGR) que en ese entonces era dirigida por un militar en activo, quien a la postre sería vinculado con personajes implicados en las violaciones a derechos humanos cometidas en la década de los setenta
; c) la ambigüedad de su mandato; d) el escaso y poco calificado empleo del derecho internacional de los derechos humanos en sus investigaciones y sus argumentaciones; e) la falta de capacitación del personal; y f) la ausencia, en la práctica, de una labor interdisciplinaria apropiada para investigar crímenes ocurridos varias décadas atrás.

Tras varios años de actuar como coadyuvantes en investigaciones ministeriales a cargo de la Femospp, las organizaciones civiles mexicanas pudimos documentar ampliamente las limitaciones y fallas estructurales de la Femospp.  En efecto, durante sus cinco años de existencia, la Femospp inició más de 500 averiguaciones previas. De éstas, menos del 5% fueron consignadas ante autoridad judicial. De estas causas penales, no se ha derivado ninguna sentencia judicial que sancione a los responsables de las graves violaciones a derechos humanos cometidas en el pasado. Es decir, no se ha dictado a la fecha ninguna sentencia penal condenatoria en contra de quienes cometieron graves y sistemáticas violaciones contra los derechos humanos.
  

Mención aparte merece el que la Femospp haya sido complaciente con los mandos castrenses, omitiendo investigar a fondo su responsabilidad en los delitos cometidos en el pasado, pese a que la evidencia historiográfica involucra contundentemente a las Fuerzas Armadas en la comisión de graves violaciones a los derechos humanos. A pesar de los indicios que los señalan como responsables de graves violaciones a derechos humanos, la Femospp no logró que ningún militar fuera llevado ante tribunales civiles ni logró acceder plenamente a los archivos militares. El propio Fiscal dio en varios momentos su respaldo público a las Fuerzas Armadas
, secundando una propuesta de Ley de Amnistía auspiciada en su momento por quien fungiera como Secretario de la Defensa Nacional
.

En cuanto al otro objetivo de la Femospp, a saber la publicación de un informe histórico sobre los hechos ocurridos durante la guerra sucia, en febrero del 2006 una versión preliminar del informe fue filtrada a prensa y publicada por diversos medios de comunicación nacionales e internacionales. Aunque el borrador presentaba las limitaciones propias de un trabajo en ciernes, el trabajo de documentación era lo suficientemente sólido para sentar las bases del reconocimiento de la responsabilidad estatal en la comisión de crímenes de lesa humanidad
. No obstante, el informe no fue presentado públicamente por ninguna instancia oficial. Finalmente, después una significativa controversia, la Procuraduría General de la República colgó una versión editada del mismo durante un par de semanas en su sitio de internet; a eso se limitó la presentación del anunciado “informe a la sociedad” de la Femospp, incumpliendo así la obligación de dar a conocer la verdad histórica de los delitos del pasado.
Desapariciones forzadas
Tras su visita a México, el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias volvió a recomendar al Estado mexicano “garantizar que el delito de desaparición forzada sea incluido en los Códigos Penales de todas las entidades federativas y que a la brevedad se apruebe una Ley General sobre las desapariciones forzadas o involuntarias”
. 

En su diagnóstico, el GTDFI observó que no existe una política pública integral que se ocupe de los diferentes aspectos de prevención, investigación, sanción y reparación de las víctimas de desapariciones forzadas. Las víctimas “no confían en el sistema de justicia, ni en los Ministerios Públicos, la policía y las fuerzas armadas. La impunidad es un patrón crónico y presente en los casos de desapariciones forzadas y no se han realizado los esfuerzos suficientes para determinar la suerte o el paradero de las personas desaparecidas, para sancionar a los responsables, ni tampoco para brindar reparaciones”. 
Incluso en estados como Guerrero, uno de los 8 estados que sí dispone de una ley específica
, las investigaciones de hechos donde puede presumirse la comisión de una desaparición forzada no son formalmente iniciadas por este delito y en su desarrollo no adoptan los parámetros aplicables para indagar eventos con esas particulares características
. Por lo tanto, no se agotan las líneas de investigación que podrían derivar en el deslinde de la responsabilidad penal de servidores públicos
.
Esta situación es de especial preocupación ya que, si bien la desaparición forzada de personas no es un fenómeno nuevo, ha aumentado en los últimos años. La CNDH registró un aumento sostenido en el número de quejas, pasando de 4 en el año 2006 a 77 en el año 2010. En estados como Chihuahua, las organizaciones de la sociedad civil han documentado una serie de casos que ejemplifican el fenómeno
. Pese a ello, no existen estadísticas confiables al respecto, debido a la falta de investigaciones independientes, imparciales y efectivas.

La violencia contra las mujeres en México

El 1 de febrero de 2007 el Estado mexicano se puso a la vanguardia a nivel regional al establecer un marco legal de los derechos humanos de las mujeres, al publicar la Ley General de Acceso a las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, sin embargo la implementación de esta ley ha sido complicada por diversos factores  que en el transcurso de este documento se platean. 

Ante el crecimiento de la violencia generada por  la lucha contra el narcotráfico, la crisis económica, la violencia en extremo y el ambiente de inseguridad que vive  el país, el Observatorio Ciudadano Nacional del Feminicidio (OCNF) ha identificado que la violencia contra las mujeres se ha incrementado y  las autoridades en lugar de generar las acciones integrales para erradicarla la invisibilizan.
Desde el OCNF, se tienen identificadas varias problemáticas en el tema de violencia contra las mujeres las cuales son: el feminicidio
, las desapariciones de mujeres y niñas, la falta de implementación de  los mecanismos de protección de  mujeres (ordenes de protección y declaratoria de alerta de género) y la violencia sexual, entre otras.

Feminicidio 

El OCNF, documento que de enero de 2009 a junio de 2010 fueron reportados 1728 homicidios dolosos de mujeres en sólo 18 estados país, cabe destacar que 11 estados
  proporcionaron información parcial, con la cual se pudo determinar que en 890 de los casos son feminicidios. Encontramos en los hallazgos de los crímenes que en 576 casos (64%) las víctimas fueron asesinadas a consecuencia de actos violentos que implican el uso excesivo de la fuerza física –traumatismo craneoencefálico, heridas punzocortantes, golpes, quemaduras y fracturas. En cuanto a la edad de las víctimas en su mayoría tenían entre 11 y 30 años de edad (41%). El dato sobre la relación víctima-victimario nos revela que en el 20.22% el victimario fue la pareja, un familiar o conocido de la víctima, mientras que en el 40% se desconoce al victimario. Es importante mencionar que en el 50% de los casos documentados la autoridad correspondiente no proporciona el motivo del asesinato.

De los hallazgos y experiencias del Observatorio podemos afirmar que las muertes violentas contra las mujeres en México reflejan un fenómeno generalizado  y tolerado por el Estado, creando un ambiente de permisividad por parte de las autoridades de procuración y administración de justicia ante dichos crímenes. Esta situación denota la falta de debida diligencia en la prevención, investigación y sanción de la violencia contra las mujeres. 

En los procesos de administración de justicia, ante los casos de asesinatos de mujeres, las autoridades han realizado un trabajo deficiente o no han empleado estrategias integrales fuera de los procesos relacionados con el nivel judicial. Situación que coloca al Estado como parte de la cadena de violencia que viven las mujeres, cometiendo violencia institucional en el momento en que dilata, obstaculiza o impide el goce y el ejercicio de los derechos humanos de las mujeres, fundamentalmente su derecho a la vida y la seguridad. 

Desapariciones de Mujeres y Niñas 

Dentro del marco de violencia contra las mujeres sigue siendo de gran preocupación para los familiares de las víctimas  y la sociedad civil organizada, las desapariciones de  mujeres y niñas, ya que ha quedado demostrado en la mayoría de los casos, puede tener diversas relaciones desde un secuestro hasta la trata de personas con fines de explotación sexual, pornografía o tráfico de órganos. 

En Jalisco de enero de 2009 a agosto de 2010, se reportaron un total de 385 mujeres y niñas desaparecidas
, en  255 (66%) la edad de las mujeres y niñas desaparecidas oscila entre los 10 y 17 años de edad; en el 2010  el Estado de México se reporto un total  297 mujeres ausentes, en el mismo año en Nuevo León se identifican un total de 366 mujeres desaparecidas. En el caso de Chihuahua es preocupante que a pesar que se cuenta con una sentencia de carácter internacional  por la desaparición y asesinato de mujeres en el 2009, el año pasado se registraron 107 mujeres desaparecieron, 71 son menores de edad, es decir 66% del total.

Es urgente que las autoridades tomen medidas a fondo ante la desaparición de mujeres por los vínculos con el crimen organizado como es Trata de personas, como lo ha establecido la Coalición contra la Trata de Mujeres y Niños, a nivel internacional más de un millón de niñas y niños del mundo son vendidos, y el 87% de estos son explotados sexualmente por medio de pornografía, prostitución, turismo y tráfico infantil. Las mujeres y las niñas son los principales objetivos de las grandes mafias que trafican personas con fines sexuales.
Las mujeres migrantes y violencia

Recientemente la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en su Informe Especial sobre Casos de Secuestro de Migrantes en México, identifico que las mayores violaciones a los derechos humanos a migrantes se relaciona directamente con la ruta del tren que utilizan en su tránsito por México hacia Estados Unidos, por los cual las zonas identificadas de riesgo son Chiapas, Quintana Roo, Guerrero, Oaxaca, Michoacán, Tabasco, Querétaro, Guanajuato, San Luis Potosí, Veracruz, Baja California, Coahuila Nuevo León, Sonora, Tamaulipas y Estado de México; 

En el documento Secuestros a Personas Migrantes Centroamericanas en Tránsito por México, se menciona que esta situación se agrava para las mujeres migrantes quienes por su condición de género se encuentran en total indefensión, siendo más vulnerables a la violencia que experimentan cotidianamente los migrantes. Las mujeres migrantes, presas en manos de la delincuencia organizada, son trasladadas a la frontera norte de México a través de una larga cadena de bares y cantinas clandestinas en las que se ejerce la prostitución forzada. Otras mujeres son engañadas por los traficantes quienes las entregan a las células del crimen organizado para su explotación. La mayoría de las mujeres secuestradas son víctimas de violaciones sexuales (CIDH, 2010).
La falta de implementación de  los mecanismos de protección de  mujeres.

Dentro del marco de protección legal a las mujeres se establecen dos tipos de mecanismos de protección contemplados en la LGAMVLV y en sus leyes correlativas estatales, las primeras son  las ordenes de protección
 consideradas como actos de urgente aplicación, y la segunda la Declaratoria de Alerta de Género, en cuanto a estos dos mecanismos el OCNF ha identificado una serie de obstáculos que han dificultado e impedido su aplicación como lo son: 

Ordenes de protección 

Desde su creación, las órdenes de protección contempladas en las leyes estatales de acceso a la justicia a las mujeres tienen deficiencias, toda vez que no se establece quien es la autoridad encargada de emitirlas, lo que ocasiona que entre la procuración y administración de justicia no se hagan responsables de aplicarlas; las autoridades no difunden este mecanismo; y no existe una forma de valorar el riesgo inminente por lo cual cada funcionario emite a su libre albedrio si la vida de la mujer corría riesgo o no. 

Existen entidades como Chihuahua y Coahuila que no contemplan esta figura, y en Campeche, se hace mención a las  órdenes, pero no las divide en órdenes de emergencia, preventivas y civiles, ni aporta mayor especificación al respecto, y aun cuando se señala que serán otorgada por la autoridad competente, al remitirse al Código Penal se aprecia que la violencia contra las mujeres no está tipificada y mucho menos las ordenes de protección.

Declaratoria de Alerta de Género

Es importante mencionar que la alerta de género tiene sentido desde el momento en que se identifican zonas de riesgo y mayor violencia contra las mujeres, por lo cual al momento de publicarse la ley se crea la Declaratoria de Alerta de Género, considerada, de los mecanismos más novedosos de protección a los derechos de las mujeres, “conjunto de acciones gubernamentales de emergencia para enfrentar y erradicar la violencia feminicida
 en un territorio determinado”
, la sociedad civil ha solicitado de manera formal en diversas ocasiones este mecanismo en particular la ultima solicitud que tiene que ver con el contexto de violencia sistemática contra las mujeres en el Estado de México.

Esto debido a que de enero de 2005 a agosto de 2010 existen 922  feminicidios,  y en  526 casos se desconoce la identidad de los asesinos. El hecho de emitir una Declaratoria de Alerta de Género en el Estado de México tenía como fin identificar las irregularidades en las que ha incurrido el sistema de justicia para detectar el patrón de impunidad y violencia sistemática que imposibilitan y obstaculizan el avance en las investigaciones para el esclarecimiento de estos asesinatos.

Esta solicitud fue admitida a trámite por la Secretaría Ejecutiva del SNPASEVM  al cumplir con los requisitos legales establecidos en  la LGAMVLV. Sin embargo el día 11 de enero de 2011 el SNPASEVM, en sesión extraordinaria decidió de manera infundada negar la procedencia de dicha solicitud esgrimiendo argumentos irrelevantes al propio sentido de la alerta, en donde  no se valoraron los hechos y pruebas que acompañaban la solicitud que pretendía se emitiera la alerta para salvaguardar la vida y la seguridad de las mujeres mexiquenses.

Violencia Sexual 

De acuerdo a la Secretaria de Salud Federal, se estima que en México ocurren alrededor de 120 mil violaciones al año, es decir, aproximadamente una cada cuatro minutos, ante este contexto y después de tres años de que el Estado Mexicano se comprometió a modificar su sistema de atención a mujeres víctimas de violencia sexual, a través de la Norma Oficial Mexicana NOM-046-SSA2-2005, Violencia Familiar, Sexual y Contra las Mujeres. Criterios para la Prevención y Atención 
 (NOM 046).

Del seguimiento que el OCNF ha dado a la implementación de la NOM 046 es preocupante que no existe una atención integral  a las mujeres víctimas de violencia, por las siguientes razones:

· Las Secretarias de Salud no cuentan con una sistematización de la información sobre la atención integral de acuerdo a los criterios de la Norma-046, por lo que no se puede conocer la magnitud del problema, así como la atención que brindan.

· Existe una falta de coordinación entre las secretarias de salud estatales y los ministerios públicos convirtiéndose en un obstáculo para que las mujeres víctimas de violación accedan a la atención integral, así como a una interrupción legal del embarazo producto de la violación.

· Las ubicaciones de los Centros Especializados de Atención a la Violencia no están al alcance de todas las mujeres, pues muchas viven en comunidades más alejadas.

Legislación que protege la vida desde la concepción
Una manifestación de la violencia institucional que ejerce el Estado Mexicano en contra de las mujeres, son las reformas a las constituciones locales de  17 entidades federativas
 de las 32 que conforman la federación mexicana , donde protegen el derecho a la vida desde el momento de la concepción o fecundación del óvulo por el espermatozoide.  Preocupa a la sociedad civil que existen  entidades federativas como Baja California y Guanajuato donde se reconoce como persona a todo ser humano desde el momento de su concepción con todos sus derechos como persona nacida.

Estas reformas han generado un ambiente de discriminación y criminalización contra las mujeres en etapa reproductiva, quienes al momento de quedar embarazadas no pueden ejercer su derecho a decidir; o bien son perseguidas por personal médico y ministerios públicos cuando sufren abortos espontáneos o partos prematuros, entre otros casos; siendo denunciadas  e iniciándoseles procesos judiciales expeditos y en donde son exhibidas ante la sociedad; así se desconoce el derecho de la mujer a una vida digna, a su integridad personal, a la protección de su salud, a igual protección de la ley sin discriminación alguna. 

Conclusiones

En conclusión la violencia contra las mujeres se debe a un factor estructural histórico de asimetrías de género, sin embargo ésta se ha agudizado en México ante la situación de exclusión y discriminación en función de los siguientes factores:

1. Impunidad: que se genera por la falta de debida diligencia del Estado, que por acción y/o omisión no investiga de manera integral los casos de feminicidio evitando la captura, procesamiento y sanción de los responsables, propiciando “la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y sus familiares” (CIDH, 2007:13)

 2. Violencia institucional: son los actos u omisiones de las y los servidores públicos de cualquier orden de gobierno que discriminen o tengan como fin dilatar, obstaculizar o impedir el goce y ejercicio de los derechos humanos de las mujeres, así como su acceso a políticas públicas destinadas a prevenir, atender, investigar, sancionar y erradicar los diferentes tipos de violencia (Cámara de Diputados, 2010).

3. Estigmatización de las víctimas por parte de las autoridades: esto es la recurrente descalificación de los funcionarios públicos al inculpar a las víctimas de provocar la violencia al argüir que las mujeres eran drogadictas, sexoservidoras o delincuentes ligadas al crimen organizado, y por tanto no merecen gozar de los derechos que sí son reconocidos para las mujeres “normales”, situación que sin duda denota una expresión de la discriminación.

Situación de los derechos humanos de las personas jóvenes en México: 
entre la  discriminación  y criminalización
Las mujeres y los hombres jóvenes son un grupo de la población discriminado por la sociedad y las autoridades debido a que son vistos como probables o futuros delincuentes. Son juzgados por su forma de vestir, hablar o comunicarse; por su apariencia y por sus formas de comportamiento. Son marginados de las oportunidades educativas, laborales y de participación política para tener una vida.

La población nacional asciende a 112 millones 336 mil 538 personas y  las personas entre 15 y 29 años representan la cuarta parte de ese total. 

La Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes, único instrumento que reconoce sus derechos de manera más integral, no ha sido ratificada por el Gobierno Mexicano. Por su parte el marco jurídico mexicano sobre juventudes es insuficiente y disperso, así como carente de mecanismos para garantizar un ejercicio real de los derechos humanos.

Los derechos más vulnerados son: educación, empleo, salud, participación e igualdad y no discriminación.

Las personas jóvenes se enfrentan a la falta o insuficiencia de servicios de salud universales, gratuitos, de fácil acceso, de calidad y específicos para su condición de edad, por ejemplo para dar atención a su salud sexual y reproductiva, libre de estigmas y de actitudes discriminativas por parte del personal médico. Esto se agrava en las comunidades rurales donde la población indígena es más numerosa. Asimismo la situación de las mujeres jóvenes es particular ya que hay una tendencia en el país a penalizar el aborto, aún el que tiene causas naturales.

En los últimos años se ha insistido en reformar la Ley Federal del Trabajo (LFT) con iniciativas que son violatorias de los derechos humanos y que afectan de manera particular a las juventudes. La OIT considera que México es uno de los países en los que se observa un índice alto de deterioro del cumplimiento de los derechos laborales, sobre todo del grupo de entre 15 y 24 años de edad. La Población Económicamente Activa de 14 a 29 años de edad (16 millones 30 mil 433 personas) presenta una tasa de desempleo del 9.5 por ciento. De los y las jóvenes que cuentan con un empleo, el 62.4 por ciento no labora en el sector formal y no tiene acceso a las instituciones de salud.
 En ese mismo rango de edad 

Cerca de 10 millones de jóvenes en edad de asistir al bachillerato y a la universidad no lo hacen por falta de recursos económicos. De acuerdo con datos de la Subsecretaría de Educación Superior (SES), de la SEP, 4.9 por ciento de los jóvenes entre 19 y 23 años pertenecientes al sector más pobre asisten a una institución de educación superior, en tanto que 58 por ciento de quienes se ubican entre los grupos con ingresos altos acude al nivel profesional. De los jóvenes de 15 a 17 años, el 65.8 por ciento estudia y el 18 por ciento sólo trabaja. En el rango de edad de 18 a 29 años, el 19 por ciento estudia y 55.8 por ciento sólo trabaja. Conforme aumenta la edad también se incrementa la tendencia a ingresar al mercado laboral y a abandonar los estudios. El 24 por ciento de los jóvenes no estudian ni trabajan. 
La deserción escolar de las mujeres jóvenes tiene como causa principal un embarazo no deseado o planeado. En 2010, 12.4 por ciento de las mujeres de 15 a 19 años de edad ya habían tenido hijos, y sólo 5.1 por ciento de las madres que tienen entre 15 y 29 años había tenido oportunidad de asistir a la escuela.
En México la militarización de la seguridad, debido en gran medida a una mayor presencia de grupos del crimen organizado (entre los que destaca el narcotráfico), ha generado un contexto complejo para  los derechos humanos, afectando a toda la población y en especial a los grupos de población como las juventudes. Hay jóvenes que se suman a las filas del narcotráfico. En un gran número de los asesinatos de jóvenes en el contexto de la guerra contra el narcotráfico, autoridades locales, estatales y sobre todo las federales se han apresurado a descalificar a las víctimas, señalando que se trata de jóvenes que participan en bandas de delincuentes o que están vinculados con el narcotráfico. Con ello buscan justificar los errores que comete el ejército o los cuerpos de seguridad pública. La guerra contra el narcotráfico, promovida por Felipe Calderón, tiene un saldo hasta febrero de 2010 de más de 4 mil niños y adolescentes muertos, en la orfandad o que han sido reclutados por sicarios. De diciembre de 2006 a marzo de 2009, 110 niños murieron en fuego cruzado entre fuerzas militares y de seguridad e integrantes de la delincuencia organizada. En ese periodo, los menores asesinados se cuentan en 63, mientras que 427 fueron reclutados por sicarios.
 En la segunda semana del 2010 el número de ejecutados por el crimen organizado ya sobrepasaba las 50 víctimas: alrededor de 40 por ciento son muchachos menores de 25 años, incluyendo mujeres.

En el caso grave de los feminicidios, organizaciones civiles señalan que al menos 10 mil mujeres, entre ellas jóvenes y niñas, han sido asesinadas de manera violenta en México en los últimos diez años. Un estudio del 2008 y realizado por el Observatorio Ciudadano Nacional contra el Feminicidio señala que el 38.74 por ciento de las mujeres asesinadas tenían entre 11 y 30 años de edad; la mayoría eran amas de casa, empleadas y estudiantes. Tan sólo en el 2010, se registraron mil 400 casos.
La situación de los derechos económicos, sociales, 
culturales y ambientales en México 2010 
México es uno de los países signatarios del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales, Culturales (PIDESC) y del Protocolo de San Salvador. Tanto el PIDESC como la Observación General número 3 del Comité DESC de la Organización de las Naciones Unidas reafirman la obligación de los Estados Parte de “adoptar medidas […] especialmente técnicas y económicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos.”
 Asimismo, todos los Estados deben cumplir con el contenido mínimo por derecho tomando en cuenta una participación equilibrada entre los tres poderes que conforman la República Mexicana: el Poder Ejecutivo, el Poder Judicial y el Legislativo.

Como resultado del seguimiento que el Centro de Derechos Humanos “Fray Francisco de Vitoria O.P.” A.C. da a la situación de seis derechos sociales: alimentación, salud, vivienda, educación, laborales, alimentación y medio ambiente; encontramos que la actual crisis económica ha desencadenado más limitantes al cumplimiento y acceso a estos derechos a la vez que la implementación de la Política Pública, cuyas directrices fueron plasmadas en el Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012, se queda corta respecto a la dimensión de los problemas de pobreza y violaciones a los DESCA de los grupos en situación de discriminación.

El derecho a la alimentación

El derecho a la alimentación es aquél que poseemos todas las personas de tener acceso físico y económico, individual o colectivamente, de manera regular y permanente, a una alimentación cuantitativa y cualitativamente adecuada y suficiente, y a los medios necesarios para producirla, de forma que se corresponda con las tradiciones culturales de cada población y que garantice una vida física y psíquica satisfactoria y digna.

El derecho a la alimentación, desde abril de 2011, ya es parte de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en los artículos 4 y 27. Pese a que este reconocimiento es en sí mismo un avance, los problemas de sobrepeso, obesidad y mal nutrición persisten. México ostenta el vergonzoso primer lugar en obesidad y sobrepeso infantil y adulto, mientras que las acciones aún carecen de la contundencia necesaria para logar abatir esta situación. En 2009 se registraron más de 700 niños con diabetes mellitus, enfermedad que sólo se veía en adultos mayores de 40 años, manifestación de la obesidad infantil. Asimismo, la obesidad se presenta en todas las edades, el 72 por ciento de las mujeres en el país, el 66 por ciento de los hombres mayores de 20 años y el 26 por ciento de niños en edad escolar.

Al respecto, el Gobierno Federal diseñó y presentó el Acuerdo Nacional para la Salud Alimentaria, en el que plantea tres metas: revertir en los niños de dos a cinco años el crecimiento explosivo que tiene el sobrepeso y la obesidad, detener en la población entre los cinco y 19 años de edad el avance del sobrepeso y la obesidad y desacelerar el crecimiento de estas dos enfermedades. Uno de las estrategias a seguir era modificar los alimentos que se ofrecen en las escuelas; contradictoriamente, no se regula la publicidad y la venta de alimentos chatarra por parte de las empresas en estos espacios, lo cual mantiene el deterioro de los hábitos alimentarios de los niños, es decir, contraviene los lineamientos del Acuerdo Nacional para la Salud Alimentaria que se concentraba en promover el consumo de frutas, verduras y agua.

Además, aún falta articulación entre las dependencias más relacionadas con el tema como lo son la Secretaría de Salud y la Secretaría de Educación Pública. La regulación para la venta de alimentos y bebidas en escuelas ha resultado un engaño pues sólo se reducen las porciones de los alimentos vendidos e inclusive se permite la venta de bebidas edulcoradas, lo que va en contra de cualquier recomendación médica o nutricional para menores de edad. La presión que hicieron empresas de alimentos para que este reglamente no tuviera los alcances que originalmente se planteaban, es una pequeña muestra de la debilidad del estado y de la corrupción y falta de visión de largo plazo de nuestras autoridades.

Por otro lado, la desnutrición y la mala alimentación afecta principalmente a la niñez, ya que provoca baja talla o retraso en el crecimiento y favorece que éstos sean más vulnerables a enfermedades infecciosas, retraso mental y a la deserción escolar. El 12.7 por ciento de los niños y las niñas menores de 5 años, el 10.4 por ciento de los niños y 9.5 por ciento de las niñas entre 6 y 11 años presentan baja talla para su edad. La desnutrición ha disminuido en los últimos 20 años, sin embargo, en las zonas urbanas no ha sufrido modificaciones significativas en los últimos 15 años, a diferencia de las zonas urbanas donde se observan descensos importantes. 

Otro de los graves problemas se presenta en el acceso económico a los alimentos, la población con menores ingresos destina gran parte de sus ingresos a comprar alimentos. El 34 por ciento del total de gasto de los hogares se destinó a la compra de alimentos, mientras en las zonas rurales éste fue de 50.4 por ciento. 
 Por esta razón, la crisis alimentaria afecta en mayor medida a los grupos que de por sí están en situación de pobreza. Y la protección hacia estos grupos está estrechamente ligada a la garantía de la seguridad alimentaria. México sigue importando grandes cantidades de granos; de continuar esta tendencia, investigadores señalan que para el 2012 el país dependerá en más del 80 por ciento de las importaciones de granos y oleaginosas, sobre todo de Estados Unidos. Aunado a ello, preocupa que las ventas de arroz de los productores mexicanos hayan descendido en un 40 por ciento en 2010 porque la dependencia hacia este producto también aumentará en un 80 por ciento.

Baste citar a la Unión Nacional Integradora de Organizaciones Solidarias y Economía Social (Unimos) que durante el mes de abril del 2010, señalaron su preocupación por que la sequía y la falta de fertilización en el 40 por ciento del total de las hectáreas que se siembran en el país, ponían en riesgo el abasto de alimentos. Al faltar producción, se incrementan los precios de granos, forrajes y verduras.
 

Podemos señalar que, en nuestro país, si bien se destinan bastantes recursos públicos al campo
,  el problema es que de éstos sólo el 15 por ciento se dedica al fomento productivo y el resto es para programas de tipo social (por ejemplo Oportunidades) y estímulos productivos que se destinan a personas en específico, los que si bien son necesarios y en muchos casos útiles no están cambiando problemas estructurales. Esto se refleja en la baja productividad del campo pues hay un crecimiento promedio de 2.5 por ciento, mientras en países como Chile, este crecimiento es del 6 por ciento. Incluso en 2010 el mismo Francisco Javier Mayorga, secretario de Agricultura,  aseguró que Procampo sirve de plataforma para operar otros subsidios como el de la comercialización, el diesel y la agricultura por contrato.

Los apoyos al campo aunque representen una suma importante de dinero, no están cambiando problemas estructurales y entre la población se sabe de prácticas de “coyotaje” o de revendedores que compran el producto agrícola barato a los campesinos y lo comercializan más caro. Los apoyos no llegan a quienes lo necesitan y no se brinda capacitación a los productores.

La protección de las semillas es parte importante de la soberanía alimentaria. Actualmente existe una fuerte discusión sobre el uso de los Organismos Genéticamente Modificados (OGM), o conocidos también como transgénicos. La ciencia ha permitido que la información genética contenida en el ADN pueda ser artificialmente modificada y en el caso de los OGM,  genes que no se mezclarían de manera natural, lo hacen. Diversas empresas trasnacionales han encontrado en la producción de semillas transgénicas una forma de obtener altas ganancias. Entre éstas encontramos a Monsanto, Dupont/Pioneer, Syngenta (Novartis y AstraZeneca), Aventis, DOw Agroscience, Bayer y BASF.

En cuanto a la siembra experimental de maíz transgénico y la entrada de semillas y otros productos modificados genéticamente, el Gobierno Federal sigue empecinado en no dar marcha atrás a estas siembras. Esto a pesar de que se han dado argumentos que señalan que, como medida precautoria y para salvaguardar la soberanía alimentaria del país, es necesario continuar con la moratoria.

Garantizar el derecho a la alimentación no se reduce a evitar que la gente tenga hambre; implica la producción de alimentos, la soberanía alimentaria, el apoyo al campo; la protección de las semillas (frente a los transgénicos), el acceso físico pero también económico a los alimentos y el respeto a las tradiciones culturales y modos de alimentación de la población que tienen un importante componente cultural.

Derecho a la Salud

El derecho humano al más alto nivel de salud física y mental tiene un carácter inclusivo e integral. Por ejemplo, otros derechos como la vida y la libertad de decidir sobre el cuerpo se vinculan a él. Sin embargo, la salud no es un derecho universal y de acceso gratuito, los servicios médicos aún son insuficientes y la atención a los enfermos y pacientes no es de calidad. En México el derecho social a la salud aún es violado y el Estado mexicano aun tiene tareas pendientes por resolver.

En México el reconocimiento jurídico de este derecho tiene base en la Constitución mexicana en su Artículo 4, el derecho baja a la legislación nacional por medio de la Ley General de Salud, la Ley de los Institutos Nacionales de Salud, Ley del Seguro Social, la Ley Federal del Trabajo, La Ley de Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, cómo las más importantes.

No obstante existen pequeños avances en temas específicos como las reformas que durante el 2010 se dieron a la Ley General de Salud, la cual es muy significativa pues en su artículo 1ºreglamenta el derecho a la protección de la salud que tiene toda persona, y establece las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y la concurrencia de la Federación y las entidades federativa en materia de salubridad general.

En materia de política pública, a pesar de que el Programa Nacional de derechos Humanos (PNDH) coloca como sus principales logros en materia de salud la incorporación de protocolos de Atención preventiva a niños y niñas menores de 10 años, adolescentes
 adultos mayores, las acciones y las directrices de éste no se han hecho sentir de manera contundente en la programación y realización de la política pública que permita el pleno cumplimiento del derecho a la salud para toda la población.

Sin embargo, esto no ha sido suficiente para asegurar el derecho a toda la población en México. El sistema de salud en México no ha variado desde inicios de la administración actual a cargo del Presidente Felipe Calderón. El sistema se considera fragmentado al estar conformado por el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), el Instituto de Seguridad y Servicios de Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) y las clínicas de salubridad de la Secretaría de Salud (Ssa). 

Este sistema es insuficiente, en primer lugar mencionemos que del total de la Población Económicamente Activa (PEA), existe un índice de desempleo de 5.9 por ciento; por su parte, del 94.4 por ciento de la PEA ocupada, (sin importar el tipo de trabajo formal o informal) sólo el 59.7 por ciento tiene prestaciones sociales. 30

Esto indica que muy pocas personas pueden acceder al IMSS o ISSSTE que son los dos organismos que brindan servicios  de salud a la población con un trabajo formal con prestaciones. Igualmente el Instituto Nacional de Estadística  y Geografía (INEGI) señala que 56.3 por ciento de la Población Ocupada no está protegida. Esta población está ocupada en el sector informal. Para atender a toda la población abierta el Estado mexicano cuenta con las clínicas de la Secretaría de Salud, específicamente con el Sistema de Protección Social en Salud, mejor conocido como  “Seguro Popular”. Para mucha gente está opción es una buena posibilidad de contar con el acceso a un sistema de salud y ello se refleja en que el programa cuenta con los índices más altos de satisfacción de usuarios. Empero, quienes han tenido la oportunidad de constatar sus prestaciones denuncian que la eficacia, la atención y medicamentos gratuitos para sus afiliados que este ofrece, dista mucho de los servicios médicos de calidad que presume.

El Seguro Popular es para las autoridades el programa estrella de atención a la salud. Su intención es brindar servicios médicos a toda aquella población que no se encuentra afiliada a un sistema de seguridad social como el Instituto Mexicano para la Seguridad Social (IMSS) o el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE). Actualmente su padrón ubica, al cierre de 2009, 31 millones de afiliados. Poder ingresar a este programa depende de un costo de inscripción que en teoría da acceso a 275 claves de atención que se encuentran en su Catálogo Universal de servicios de Salud.

Su ubicación como un programa estrella se hace visible en el presupuesto otorgado, pues si en 2006 recibió 18 mil millones de pesos, para 2010 fueron 52 mil millones. Incluso, a finales de marzo de 2010, el Banco Mundial aprobó un préstamo por mil 250 millones de dólares a México para que el Seguro Popular “sea más eficiente en su administración” y llegue a más población, aunque en la realidad esto no se dé.

El programa que a principios de sexenio fue presentado como “la solución” a la falta de accesibilidad física  y económica a los servicios de salud, no ha logrado cumplir con las expectativas a pesar de las enormes cantidades que se le asignan. Pareciera que las acciones que ha tomado el ejecutivo no pretenden complementar el actual sistema de salud, sino que pretenden sustituir el actual por uno dónde las personas deban pagar para poder acceder a una atención médica.

Por otra parte, es obligación del Estado que su sistema e instituciones que prestan los servicios de atención médica lo hagan sin discriminación alguna. En nuestro país existen grupos como las mujeres o las personas que viven con VIH/SIDA que por su situación o condición han visto comprometido o violentado su derecho a la salud. Es obligación del Estado el proporcionar a estos grupos la continuidad, integralidad y adecuación de la atención médica que sus necesidades individuales y colectivas requieren a lo largo de cada etapa de su vida.

Un ejemplo de que el estado violenta el derecho a la salud de algunos grupos es el número desproporcionadamente elevado de mujeres pobres, indígenas, comúnmente aquellas que viven en zonas rurales, quienes con mayor frecuencia no disfrutan plenamente de sus derechos humanos respecto al acceso a la educación e información sobre cuestiones relacionadas con la salud, incluida la salud sexual y reproductiva; al igual carecen de adecuada atención de la salud materna, y cuyos efectos logran cobrar la vida de miles de mujeres. Sin índices recientes sobre mortalidad materna, los únicos datos disponibles provienen de la Ssa de 2008 donde se registraron mil 167 muertes maternas, siendo las principales causas: el aborto, enfermedad hipertensiva del embarazo; hemorragia del embarazo, parto y puerperio; Otras complicaciones principalmente del embarazo y parto; Sepsis y otras infecciones puerperales y; complicaciones venosas en el embarazo, parto y puerperio.
 Las barreras que limitan a las mujeres el acceso a estos servicios están relacionadas con factores estructurales de los servicios de salud, con leyes y políticas que regulan estos servicios, así como con prácticas, actitudes y estereotipos, tanto al interior de la familia y la comunidad, así como del personal que trabaja en los establecimientos de salud.

Con respecto a la infraestructura se puede decir que el Estado no cumple su obligación de garantizar un número suficiente de establecimientos, bienes y servicios públicos de salud y centros de atención de la salud, cuestión que se demuestra con los altos índices de saturación que presentan los centros de atención. Otro aspecto de este problema es la lejanía de las zonas rurales a los centros hospitalarios, hecho que impacta en el derecho de las personas al acceso físico a los centros y unidades de atención de salud. Desde la ubicación geográfica hasta los mismos servicios médicos y los factores determinantes básicos de la salud se violentan cuando la población no puede acceder al sistema público y cuyos ingresos no les permite acudir al sistema privado. 

Podemos concluir que con referencia al derecho a la salud, la calidad de los programas gubernamentales ha ido en deterioro y su principal programa el Seguro Popular, no es considerado, por todos los que están inscritos, como adecuado. Las quejas de los afiliados también señalan que los establecimientos, bienes y servicios de salud de este programa no son apropiados y falta personal médico capacitado, medicamentos e incluso equipo hospitalario, pues el existente no se encuentra en buen estado. Además ante la falta de atención oportuna y de calidad las familias se ven obligadas a hacer grandes gastos lo que, desde la perspectiva del derecho a la salud violenta los principios de accesibilidad económica y equidad, ya que los pagos realizados merman la economía de las familias.

Derecho a una vivienda digna

La lucha por el derecho a la vivienda digna en nuestro país tiene un gran arraigo histórico. Durante la Revolución mexicana los elementos que constituyeron la demanda de tierra fueron la restitución de ejidos, el fraccionamiento de latifundios y la confiscación de todas las tierras de aquellos que se opusieran al plan de reparto agrario.

A casi cien años de la primera Constitución, las reformas con respecto propiedad de la tierra ha tenido diversos efectos en las comunidades indígenas y campesinas como son:  

a) Suspender el reparto agrario; esto es, suprimir el derecho el derecho de los campesinos a ser dotados de tierra; b) Privatizar una gran cantidad de tierras ejidales y comunales; c) Permitir que las corporaciones puedan adquirir en propiedad tierra para cultivo o para aprovechamiento ganadero y pesquero; d) Crear nuevas formas de asociación en el campo que permitan la participación de capitalistas en los ejidos y en las comunidades (tanto para financiar la producción como para apoderarse de las tierras); e) Reconocer a la pequeña propiedad forestal con un límite de 800 hectáreas, que podrá ser vendida, rentada, etc., a los terratenientes; f) Creación de las sociedades mercantiles, que será la forma legal que adquirirá la participación y apropiación de la tierra por el capital privado; g) Permitir la inversión y la compra de tierra al capital extranjero.

Pero ello se toma como reflejo del avance o retroceso de los derechos humanos los marcos normativos que permitan su reconocimiento y su exigibilidad. Durante 2010 en México se mostró un avance en la materia gracias a que diversos Estados de la Republica adoptaron leyes locales en la materia. Los Estados que establecieron en sus marcos normativos una ley de vivienda fueron: Estado de México, Guanajuato, Nayarit y Oaxaca. A continuación desglosamos algunos puntos generales sobre el contenido de cada una de ellas. Lo que es contradictorio con algunas acciones de las autoridades locales, como es el caso del Estado de México, en el cual a pesar de la existencia de dicha ley  que contempla dar prioridad a la vivienda a las poblaciones de bajos recursos, (art 8) se han implementado acciones de desalojos a favor de constructoras e inmobiliarias como es el caso del Municipio de Naucalpan.

En materia de política pública, ni el Programa Nacional de Desarrollo y el Programa Hábitat los cuales contemplan contribuir a superar la pobreza y mejorar la calidad de vida de los habitantes de zonas urbano-marginadas han logrado. Es imperante que se construya y consolide un sistema efectivo de vivienda social, pues el actual sigue dejando al margen el apoyo a los sectores que en forma individual o colectiva encaran procesos de producción social de la vivienda bajo modalidades autogestionarias no lucrativas. Las autoridades no han podido crear una verdadera política pública que cuente con mecanismos de participación democrática y mecanismos financieros, normativos e institucionales que permitan cumplir las obligaciones aqueridas tras la firma de tratados internacionales, principalmente el PIDESC.

Aunado a ello y dado los constantes desastres naturales que afectan a miles de familias en el territorio nacional, la administración ha creado el Fondo de Desastres Naturales (FONDEN), el cual es un programa federal que otorga recursos en forma complementaria y subsidiaria en caso de que alguna región sea afectada por fenómenos naturales. Para que una comunidad pueda recibir financiamiento es necesario que los Estados y las Instancias Federales justifiquen que el desastre natural supera su capacidad financiera para atender los daños ocasionados. 

A pesar de que la idea original de tener un fondo que ayude a las familias a recuperar su patrimonio y ver garantizado su derecho a la vivienda es un avance en el cumplimiento del derecho, las deficiencias en el manejo de programa son indicativo de que las autoridades incumplen su obligación de garantizar el máximo de recursos necesarios que permitan la efectiva realización del derecho humano a la vivienda para la población que ve perdido su patrimonio.

De manera general podemos decir que, en teoría, la política de vivienda tiene un “sentido preponderantemente social”, es decir, se enfoca en ampliar el acceso físico a una vivienda para las familias de menores recursos. No obstante, la política pública se ha catalogado más como una serie de buenas intenciones que no se pretenden cumplir. La realidad demuestra que las acciones y programas de gobierno no han logrado cumplir con su obligación de garantizar una vivienda digna para toda la población. A pesar de los constantes anuncios de ser la administración con mayores recursos destinados y créditos otorgados, el gobierno del presidente Felipe Calderón no ha logrado el cumplimiento de las necesidades de vivienda que se presentan. Igualmente, en los programas el discurso de derechos existe, pero se ve opacado por el enfoque de mercado caracterizado por la oferta de programas y proyectos de vivienda con financiamiento subsidiado, pero no necesariamente articulados a la producción de vivienda social.

Si bien la CONAVI reporta que el gobierno del Presidente Calderón es ya el de mayor apoyo histórico a la vivienda, con más de 3 millones 100 mil créditos para vivienda otorgados en su gestión: 650 mil subsidios para vivienda popular sin financiamiento, a través de Fonhapo, y 700 mil créditos con subsidio al frente, para anticipo de vivienda, con el programa “Esta es tu casa”, la realidad es que no toda la población pueda ver garantizado su derecho acceder físicamente a una vivienda o a un crédito de las instituciones como Infonavit, Fovissste o la Sociedad hipotecaria Federal o las Sociedades Financieras de Objeto limitado (Sofoles). 

De acuerdo con datos del informe Estado Actual de la Vivienda en México, en 2010 el déficit cuantitativo es estimado en cerca de 8.9 millones de hogares, al que se añade cada año 650 mil nuevos hogares que demandan un lugar donde vivir.
 Al final el déficit habitacional no sólo violenta el derecho de cada persona o familia de tener una vivienda propia sino que se afecta el derecho en tanto no existe una adecuada calidad de habitabilidad, de este modo mientras exista un mayor déficit de vivienda significará un número mayor de hogares que vivan en hacinamiento.

Aunado a ello, uno de las grandes violaciones al derecho en nuestro país es consecuencia de la falta de estabilidad económica, la cual ha dado lugar al incremento de los desalojos por juicios hipotecarios, debido a que muchas familias han perdido su capacidad de pago por el aumento de los costos o la pérdida de su trabajo. Ante la falta de pagos las financiadoras han optado por la bursatilización de las carteras hipotecarias. El gobierno mexicano incumple su obligación de proteger al permitir que las compañías priven de su derecho a una vivienda a las familias que por razones económicas no pueden hacer frente a los gastos hipotecarios. Igualmente incumple su obligación garantizar y respetar el cumplimiento del derecho en cuanto las familias que ante gozaban de su derecho a una vivienda lo pierden, lo cual es, desde la perspectiva de derechos humanos, una regresión en el cumplimiento del derecho.

Por último, en lo referente al contenido del derecho, la falta de “acceso al suelo” impide el acceso seguro a una vivienda de calidad y representa, para las zonas metropolitanas, que el derecho a la ciudad no se ve garantizado; mientras que para las zonas rurales significa la falta de accesibilidad a la tierra. En tanto el Estado no implemente efectivos programas y mecanismos de planificación territorial, al mismo tiempo que incorpore los instrumentos necesarios para la gestión democrática y equitativa del territorio, no podrá cumplir con sus obligaciones de garantizar, promover y respetar el derecho a una vivienda digna.

Educación

Aunque en México los indicadores de educación han mejorado y en algunos casos parecieran muy buenos, como la cobertura escolar que es prácticamente del 100 por ciento, existen aún importantes rezagos. La educación resulta trascendental en el desarrollo de las personas pues es un medio para salir de la pobreza y la marginación. Sin embargo, la desigualdad de oportunidades, la desigualdad de género, las circunstancias socioeconómicas y culturales, influyen en los resultados educativos. En nuestro país el 18.2 por ciento de la población sufre de pobreza extrema y el 24.7 por ciento tiene un nivel de pobreza que le impide invertir en su educación y salud.

En México el promedio nacional de escolaridad es de 7.9 años; en el Distrito Federal es de diez años pero en Chiapas es de 5.6 años. De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI), la tasa de analfabetismo del país es del 9.5 por ciento de la población. En el Distrito Federal esta tasa es sólo del 2.9 por ciento mientras que en Chiapas es del 22.9 por ciento.
 

El Instituto Nacional para la Educación de los Adultos (INEA) reporta que en México hay casi siete millones de personas analfabetas. Cincuenta por ciento del total de la población en algunas comunidades indígenas es analfabeta, lo que muestra que este grupo de la población sigue siendo discriminado y excluido del ejercicio de sus derechos humanos, entre ellos, la educación. Cabe destacar que la situación de las mujeres respecto a este indicador es peor que la de los hombres. Para los sectores que conforman los grupos de edad de 15 años o más, el nivel de mujeres alfabetizadas se localiza alrededor de 49.4 por ciento; un porcentaje excesivamente bajo en comparación con el de los hombres, que alcanza 71 por ciento. Estos porcentajes aumentan considerablemente para las zonas urbanas, dónde las mujeres con posibilidades de estudiar son de 66.5 por ciento, aunque un índice bajo si se compara con el de los hombres, que se encuentra en 83 por ciento.

De acuerdo al Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (INEE), “al poco tiempo del ingreso a la escuela primaria, es decir a los 7 y 8 años de edad, comienza a reducirse el porcentaje de niños que avanza de acuerdo con la edad reglamentaria hasta representar ya un 75 y 66 por ciento respectivamente. A los 12 años solamente 61 estudiantes de 100 se encuentran estudiando el primer año de secundaria y 4 han dejado la escuela; esta dinámica empeora de manera tal que a los 15 años, sólo 42 por ciento  cursa el año que normativamente le corresponde, esto es, el primer año de bachillerato y casi la cuarta parte del total se encuentra fuera de la escuela. Es innegable que un sistema educativo que da estos resultados no está funcionando satisfactoriamente y, por lo tanto, no se está garantizando el derecho a la educación para todas y todos.”

El consejo Nacional de Fomento Educativo (Conafe) reportó que en las zonas rurales de Oaxaca, Chiapas, Guerrero y la Sierra de Puebla, las niñas viven una mayor discriminación de parte de sus familias, pues son éstas quienes les impiden asistir a la escuela.
 A nivel general el índice feminidad en zonas rurales en 2004 era de 95.4, es decir que por cada cien niños que asistían a la escuela lo hacían 95 niñas. Sin embargo por grupos de edad nos encontramos que el ausentismo por parte de las niñas en el medio rural alcanza el 7.3 por ciento de las niñas de 6 a 12 años, éste porcentaje aumenta con forme avanza la edad pues ya para el grupo de las adolescentes de 13 a 15 años llega a 36.7 por ciento. La violación al derecho a recibir una educación escolarizada se grava entre las comunidades indígenas dónde los niveles de asistencia escolar de las niñas indígenas de 6 a 14 años que viven en comunidades rurales, se ubica alrededor del 82 por ciento. Sólo el 69.8 por ciento de las niñas indígenas de 6 a 14 años en comunidades rurales saben leer y escribir, una tasa baja si la comparamos con localidades urbanas, donde el porcentaje de éste sector aumenta a 77.7 por ciento.
 

La situación de precariedad de los y las trabajadoras

El Estado mexicano ha privilegiado una visión de productividad en condiciones precarias de trabajo.

La tasa de desempleo creció de 3.7 a 6.3 por ciento en los últimos tres años, dejando en grave vulnerabilidad principalmente a jóvenes y a mujeres trabajadoras. Constatamos que las jornadas de trabajo se extienden más allá de lo que establece la ley, un aumento en la subcontratación principalmente en los y las jóvenes y un retroceso en el acceso a la seguridad social. 

Ha habido también una pérdida en el poder adquisitivo lo que ha generado que se reduzca la posibilidad de acceder a una vivienda digna, a una alimentación adecuada, a la educación y a la salud, entre otros derechos. 

Ante este panorama de injusticia, nos preocupa aun más la ineficiencia del sistema de impartición de justicia laboral en México, que recae en las Juntas de Conciliación y Arbitraje, que son órganos administrativos dependientes del ejecutivo. Constatamos una falta de imparcialidad, dilación en los procesos y privilegio hacia las patronales. 

Por otro lado, observamos que las inciativas de reforma a la Ley Federal del Trabajo (la llamada reforma laboral) presentadas por el Partido Revolucionario Institucional (PRI) y el Partido Acción Nacional (PAN) muestran la falta de compromiso por el respeto y garantía de los derechos humanos laborales y exacerban la vulnerabilidad de los y las trabajadoras antes descrita. 

La situación de las mujeres trabajadoras
Las mujeres siguen siendo invisibilizadas en las propuestas de reforma laboral. No sólo se trata de reconocer derechos específicos como los relativos a la salud sexual y reproductiva, entre otros, sino que también es necesario impulsar políticas que reviertan las actuales condiciones de desigualdad, discriminación y violencia en el contexto laboral.

El 53,7%
 de la fuerza de trabajo remunerado y no remunerado son mujeres. Sin embargo, sólo alrededor de 35 de cada 100 mujeres contribuyen a la producción de bienes y servicios de manera remunerada. 

La incorporación al trabajo remunerado no ha sido en condiciones de igualdad:

- las mujeres se incorporan generalmente en puestos de trabajo de menor jerarquía que los hombres percibiendo una menor remuneración, 

- en lo individual aun enfrentan discriminación y poca credibilidad cuando denuncian violaciones a sus derechos como trabajadoras, en especifico a lo referente al hostigamiento sexual

- en lo colectivo persiste una gran brecha en su participación en la vida sindical.

- además, su participación en la fuerza laboral generalmente se incorporan cubriendo una doble jornada de trabajo, la familiar y la laboral.

En este sentido, desde ProDESC consideramos que cualquier reforma laboral debe contemplar la inclusión de la perspectiva de género que erradique la desigualdad que sigue persistiendo en el goce y ejercicio de los derechos de las mujeres trabajadoras respecto de sus compañeros hombres y sobre todo se enmarque bajo los principios de respeto y garantía de los derechos humanos laborales contemplados en varios instrumentos internacionales en la materia. 

La defensa de los derechos humanos laborales
Además, la política laboral del actual gobierno, que privilegia únicamente los intereses de las empresas, persigue y criminaliza los intentos de los y las trabajadoras organizadas legal y legítimamente en sindicatos de exigir mejores condiciones laborales. 

En particular, las mujeres defensoras enfrentan todo tipo de amenazas, agresiones, violencia física y sexual por parte de varios actores, como los actores estatales, grupos criminales, la comunidad, y empresas nacionales y transnacionales.

ProDESC ha documentado dos casos paradigmáticos de agresiones en contra de defensoras de  derechos humanos laborales que organizan principalmente a mujeres trabajadoras. 

Los casos de Reyna Ramírez, coordinadora de la organización Obreras Insumisas en el Estado de Publa en 2008 y de Blanca Velázquez,  directora ejecutiva del Centro de Apoyo al Trabajador (CAT), también en el estado de Puebla, a lo largo del 2010 y en 2011. Ambas, víctimas de agresiones físicas, amenazas de muerte, allanamiento de sus oficinas, y robo de información.
En ambos casos no ha habido investigaciones adecuadas sobre los hechos ni sanción a los responsables de las agresiones, a pesar de que se aportaron pruebas suficientes. Ambos casos evidencian la violencia por parte de los órganos estatales, las empresas y los sindicatos pro patronales.

Pasta de Conchos

Por primera vez en la historia centenaria de la minería del carbón mexicana, se acudió en el año 2010, al Sistema Interamericano de Derechos Humanos de la Organización de Estados Americanos (OEA), dado que el siniestro ocurrido el 19 de febrero del año 2006, hace 67 meses, en la mina 8 Unidad Pasta de Conchos, de Minera México de Grupo México de Germán Larrea (primer grupo minero del país y él de los hombres más ricos de México), no fue un evento imprevisible, ni inevitable por el Estado mexicano, como ya señalaron en su momento, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y la Organización Internacional del Trabajo
. 

Efectivamente, inspectores gubernamentales adscritos a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, habían documentado diversas irregularidades desde el año 2000 y no menos para el 2004 y 2006. Sin embargo, dicha Secretaría, actuando de manera negligente, omisa e irregular, no dio seguimiento puntual, rápido y efectivo a ninguno de los problemas detectados, configurando con su indebido servicio público, una violación de derechos humanos de los 65 mineros caídos en Pasta de Conchos. De modo que el Estado mexicano violó el derecho a la vida de las víctimas, violó el derecho a la protección judicial conforme a las garantías del debido proceso, ya que por la falta de debida diligencia y voluntad estatal, no se ha sancionado penalmente a ningún funcionario público. Se ha negado a los familiares el derecho a la coadyuvancia e incluso el acceso al expediente en la investigación, actualmente reservada, en el ámbito federal. No se han esclarecido las circunstancias bajo las cuales ocurrió el siniestro, ni se ha reconocido oficialmente, a pesar de existir una serie de recomendaciones por parte de la Organización Internacional del Trabajo, que la explosión fue la consecuencia de la negligente actuación del Estado.  Por otro lado, no ha habido una reparación adecuada del daño.

Agrava estas violaciones y representa un símbolo universal de inhumanidad, la negativa del Gobierno Mexicano para recuperar los restos de los 63 mineros que aún yacen en la mina 8, Unidad Pasta de Conchos, luego de 5 años de lo ocurrido y demanda insatisfecha de más de 600 familiares directos, entre ellos 160 huérfanos. La Organización Familia Pasta de Conchos busca hacer valer un derecho inherente a todos los seres humanos: enterrar a los muertos. Reparación inderogable y rehabilitación fundamental y básica de un daño irreparable, pues se viola el derecho a la integridad personal de los peticionarios, ya que la Corte Interamericana ha establecido en reiteradas ocasiones que los familiares de víctimas de violaciones a los derechos humanos se pueden volver víctimas de una nueva violación a su integridad por el sufrimiento ocasionado por el Estado al omitir seguir todas la acciones adecuadas para hacer justicia en el caso y por no entregar a los sobrevivientes los restos mortales de sus seres queridos para ser sepultados. 

De modo que el 16 de febrero del 2010, la Sra. María Trinidad Cantú de la organización Familia Pasta de Conchos, mamá del minero cuyos restos aún yacen en el socavón, Raúl Villasana de 32 años en el aciago 2006, en representación de 235 familiares de 28 de los trabajadores mineros siniestrados, asistió a la oficina en Washington DC, de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), con el objetivo de formalizar una petición de apertura de caso contra el Estado mexicano, y denunciar las violaciones a los derechos humanos de los mineros de Pasta de Conchos
. La CIDH en tiempo formidable, con fecha de 24 de septiembre de 2010, notificó a los peticionarios que había corrido traslado al gobierno de México sobre la petición presentada en su contra y fijó plazo para observaciones. El gobierno federal presentó sus observaciones y los peticionarios de igual manera. El proceso ha transcurrido por lo que exhortamos encarecidamente a la CIDH, a través de su distinguido conducto, a la admisión definitiva del recurso interpuesto.

Hacemos de su conocimiento, a la vez, que en los últimos 5 años, 126 mineros han fallecido en las minas de carbón de Coahuila.  61 posteriores a los 65 de Pasta de Conchos. Entre 2010 y 2011, se duplicaron al pasar de 13 muertos a 26 (17 de ellos sin seguridad social), y fueron amputados de un brazo, un menor de edad y un joven de 19 años. 20 de los 26, murieron en pocitos de carbón, forma arcaica de extracción, que no cumplían ni con la norma de seguridad, ni con la legalidad, lo que ha configurado un cuadro sistemático y recurrente de violación a los derechos humanos. Por lo que existen 4 Recomendaciones de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos acreditando violaciones a derechos humanos de legalidad, seguridad jurídica, a la vida, a la integridad física y a la seguridad e higiene en agravio de los mineros del carbón y sus familias. De modo que urge una acción decidida y expedita de la instancia interamericana que Usted representa.
� La reforma fue una de las recomendaciones incluidas en el Diagnóstico sobre la Situación de los Derechos Humanos en México, elaborado por el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos en México en 2003: "Reformar la Constitución para incorporar el concepto de derechos humanos como eje fundamental de la misma, y reconocer a los tratados de derechos humanos una jerarquía superior a los órdenes normativos federal y locales, con el señalamiento expreso de que todos los poderes públicos se someterán a dicho orden internacional cuando éste confiera mayor protección a las personas que la Constitución o los ordenamientos derivados de ella"


� La ONU México congratula a la Nación por la aprobación de la reforma constitucional que fortalece el respeto a los derechos humanos, 8 de marzo de 2011 [http://www.hchr.org.mx/Documentos/comunicados/2011/03/ CDP090311.pdf]. 


� Reforma constitucional en derechos humanos, 9 de junio de 2011 [http://www.presidencia.gob.mx/2011/ 06/promulgacion-de-la-reforma-constitucional-en-materia-de-derechos-humanos/].


� Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de los artículos 94, 103, 104 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Diario Oficial de la Federación, 6 de junio de 2011 [http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5193266&fecha=06/06/2011]. 


� Cfr. Informe del Relator Especial sobre la Independencia de los jueces y abogados, Dato´Param Coomaraswamy, presentado de conformidad con la resolución 2001/39 de la Comisión de Derechos Humanos. E/CN.4/2002/72/Add. Pág. 44.


� Cfr.  E/CN.4/1998/Add.2, Relator sobre Tortura, 14/01/98, párr. 88.j.


� Cfr. Informe del Grupo de Trabajo sobre la Detención Arbitraria acerca de su visita a México. E/CN.4/2003/8/Add.3, Pág. 22. 17 de diciembre del 2002. 


� Cfr. Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre Ejecuciones Extrajudiciales, Sumarias y Arbitrarias, Informe E/CN.4/2000/3/Add.3, Relatora Sobre Ejecuciones, 25/11/99, párr. 107.


1 Comité CAT, UN Doc. CAT/C/75, 25 de mayo de 2003, párr. 218, � HYPERLINK "http://daccessdds.un.org/doc/UNDOC/GEN/G03/421/05/PDF/G0342105.pdf?OpenElement" �http://daccessdds.un.org/doc/UNDOC/GEN/G03/421/05/PDF/G0342105.pdf?OpenElement�.


� Procuraduría General de la República, Oficio No. SJAI/DGAJ/05383/2010, 8 de septiembre de 2010, Folio 0001700097810, pág. 2.  


� Cabe señalar que el hecho de que una averiguación previa sea consignada (turnada) a sede judicial, no garantiza que haya una condena.


� Procuraduría General de la República, Oficio No. SJAI/DGAJ/04795/2010, 13 de agosto de 2010, Folio 0001700097610, pág. 2.


� Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Montiel y Cabrera vs. México, 26 de noviembre de 2010, párr. 165.


� Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Montiel y Cabrera vs. México, 26 de noviembre de 2010, párr. 167.


� Cfr. Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Montiel y Cabrera vs. México, 26 de noviembre de 2010, párr. 173-175.


� Ius 2008, DVD, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2008, registro 300368.


� Ius 2008, DVD, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2008, registro 234285.


� Ius 2008, DVD, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2008, registro 223107


� Ius 2008, DVD, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2008, registro 218726, 216520, 390353, 390355.


� Ius 2008, DVD, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2008, registro 218035, 213715.


� Ius 2008, DVD, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2008, registro 200889.


� Ius 2008, DVD, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2008, registro 165901.


� Ver, Jorge Torres, Médicos ayudaban en interrogatorios, acusan CNDH y AI, El Universal, 27 de enero de 2010 (� HYPERLINK "http://www.eluniversal.com.mx/nacion/175208.html" �www.eluniversal.com.mx/nacion/175208.html�) (sobre la responsabilidad de médicos militares); ver también por ejemplo, Recomendación 54/2009 de la CNDH, p. 16 (� HYPERLINK "http://www.cndh.org.mx" �www.cndh.org.mx�); Informe sobre la visita a México del Subcomité para la Prevención de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 2009 (publicado el 31 de mayo de 2010), CAT/OP/MEX/1, Naciones Unidas, párrs. 91 y 135 (sobre la falsificación de certificados por peritos ministeriales). 


� Ius 2008, DVD, México, Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2008, registro 200889


� Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Recomendación 26/2001 del 27 de noviembre del 2001, Puede consultarse a través de Internet en: www.cndh.org.mx/recomen/2001/026.htm.


� La Comisión Nacional de los Derechos Humanos ha reconocido más de 500 casos, mientras organizaciones civiles como la Asociación de Familiares de Detenidos, Desaparecidos y Víctimas de Violaciones a los Derechos Humanos en México (AFADEM) calculan que la cifra ascendió a cerca de 1200.


� Ver AFADEM, Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez, Comisión Mexicana de Defensa y Promoción de los Derechos Humanos, Comité 68 Pro Libertades Democráticas, Comité de Madres de Desaparecidos Políticos de Chihuahua, Fundación Diego Lucero, Nacidos en la Tempestad y Red Nacional Todos los Derechos para Todas y Todos, Esclarecimiento y sanción a los delitos del pasado durante el sexenio 2000-2006: Compromisos quebrantados y justicia aplazada, 2006, pp. 20-21. 


� Con relación a este punto, Sergio Aguayo Quezada, reconocido Profesor-investigador del Centro de Estudios Internacionales de El Colegio de México, documentó las relaciones del entonces Procurador General de la República, Gral. Rafael Macedo de la Concha, con funcionarios investigados por delitos del pasado. Cfr. “Conflicto de intereses: ¿Conspiración?”, artículo publicado por Sergio Aguayo en el periódico Reforma, 30 de abril de 2003. Puede consultarse en: � HYPERLINK "http://www.sergioaguayo.org/articulos/2003/ART03-04-30.pdf"��www.sergioaguayo.org/articulos/2003/ART03-04-30.pdf�. 


� Es importante destacar que aun cuando se formalizaron acusaciones en contra un ex presidente y dos ex directores de la DFS, éstas no derivaron en procesos al cabo de los cuales se dictara una sentencia que determinara la responsabilidad penal o la inocencia de los imputados. Cfr. Gustavo Castillo y Elizabeth Velasco, “La Femospp dejó pendientes de resolver 90% de casos investigados”, La Jornada, 11 de julio de 2007; y Omar Sánchez de Tagle, “En la Femospp, sin resolver 85% de las averiguaciones”, Milenio, 1 de enero de 2007. 


� “El Ejército fue utilizado por el poder civil para lograr sus propósitos, para destruir a la disidencia armada y lo relacionado con ella en los años setenta. El Ejército como institución, penalmente no puede tener responsabilidades, porque ni histórica ni orgánicamente participó en todo como una institución. Una parte del Ejército fue utilizada por el poder civil para conseguir esos propósitos”. Periódico La Jornada, 30 de enero de 2003, pág. 17. Entrevista con el Fiscal Ignacio Carrillo Prieto. 


� El día 26 de mayo del 2004 el Fiscal Ignacio Carrillo Prieto afirmó que la propuesta de una Ley de Amnistía respecto de lo sucedido, desde 1968 y hasta los años 80, era un esfuerzo “loable” de parte del Titular de la Secretaría de la Defensa Nacional ya que México, a su juicio, requeriría de la reconciliación de sus ciudadanos con el Ejercito.  “Analiza la Femospp la viabilidad de una ley de amnistía para la “Guerra Sucia””, Periódico La Jornada, 26 de mayo de 2004. 


� Desde febrero del 2006 el informe ¡Qué no vuelva a suceder! puede consultarse en el sitio:  http://www.gwu.edu/~nsarchiv/NSAEBB/NSAEBB180/index.htm. 


� La Ley General debería definir la desaparición forzada como un delito autónomo; crear un procedimiento específico de búsqueda de la persona desaparecida con la participación de los familiares de las víctimas; y establecer un registro nacional de personas desaparecidas forzosamente que garantice que los familiares, abogados, defensores de los derechos humanos y cualquier otra persona interesada tengan pleno acceso a este registro. Dicha Ley General debería permitir la declaración de ausencia como consecuencia de la desaparición forzada. Finalmente, la Ley General debería ser una herramienta jurídica para la plena protección y apoyo de los familiares de las personas desaparecidas y de los testigos, así como para garantizar el derecho a la reparación integral. GTDFI, Observaciones preliminares, 31 de marzo de 2011.


� La Ley para prevenir y sancionar la desaparición forzada de personas en el estado de Guerrero, número 569, se publicó en el Periódico Oficial del Estado de Guerrero, el 14 de octubre de 2005.


� Destaca el caso de los defensores Raúl Lucas Lucía y Manuel Ponce Rosas, líderes de la Organización para el Futuro del Pueblo Mixteco, detenidos por tres personas que se identificaron como policías el 13 de febrero de 2009. Permanecieron desaparecidos hasta que sus cuerpos sin vida fueron encontrados siete días después con visibles huellas de tortura. Las autoridades competentes hicieron caso omiso a la solicitud de intervención por parte de sus familiares para investigar los hechos y dar con su paradero. Hasta la fecha no se ha castigado a ningún responsable.


� En el estado de Guerrero, la Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de Guerrero (Coddehum) registró, en los años 2009 y 2010, 15 y 16 quejas por desaparición forzada respectivamente. De 2008 a 2010, 11 de las quejas por desaparición forzada recibidas responsabilizaban a la Secretaría de la Defensa Nacional, así como 108 por detenciones arbitrarias. Los reportes del propio sistema ombudsman muestran que la militarización de la seguridad pública en Guerrero es una causa del incremento de las violaciones a derechos humanos. 


� Las organizaciones de la Red Mesa de Mujeres de Ciudad Juárez tienen reportes unas cien mujeres desaparecidas entre 1993 y 2007. El aumento de las desapariciones se dispara en los últimos años, a raíz del  Operativo Conjunto Chihuahua. Comunicación e Información para la Mujer (CIMAC) informa que los reportes de “desaparecidas en riesgo” han evolucionado en los últimos cuatro años: 4 en 2007, 34 en 2008, 73 en 2009 y 29 en 2010, 29. Víctor M. Quintana S., Contexto y proceso de las desapariciones forzadas en el estado de Chihuahua, 8 de marzo de 2011.


� El OCNF ha definido el término feminicidio  a los asesinatos de mujeres que resultan de la violencia ejercida contra ellas por su condición de género. Es decir, se trata de asesinatos violentos de mujeres cometidos por la misoginia, la discriminación y el odio hacia este género, donde familiares o desconocidos realizan actos de extrema brutalidad sobre los cuerpos de las víctimas, en un contexto de permisividad del Estado quien, por acción y omisión, no cumple con su responsabilidad de garantizar la vida y la seguridad de las mujeres.


� Nuevo León, Sinaloa, Sonora, Tamaulipas, Zacatecas, San Luis Potosí, Aguascalientes, Distrito Federal, Estado de México, Hidalgo, Jalisco y Morelos, Querétaro.


� 198 casos corresponden al año 2009 y 187 al año 2010.


� Las órdenes de protección: Son actos de protección y de urgente aplicación en función del interés superior de la Víctima y son fundamentalmente precautorias y cautelares. Deberán otorgarse por la autoridad competente, inmediatamente que conozcan de hechos probablemente constitutivos de infracciones o delitos que impliquen violencia contra las mujeres. Art 27 LGAMVLV.


� Se entiende por violencia feminicida la forma extrema de violencia de género contra las mujeres, producto de la violación de sus derechos humanos, en los ámbitos público y privado, conformada por el conjunto de conductas misóginas que pueden conllevar impunidad social y del Estado y puede culminar en homicidio y otras formas de muerte violenta de mujeres. LGAMVLV, artículo 21.


� LGAMVLV, artículo 22.


� A partir del 2009 entro en vigor la Norma Oficial Mexicana NOM-046-SSA2-2005. Violencia Familiar, Sexual y Contra las Mujeres. Criterios para la Prevención y Atención, fue  resultado de un acuerdo de solución amistosa suscrita el 8 de marzo de 2006 por el Estado mexicano, ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.    


� Baja California, Campeche, Chiapas, Colima, Durango, Guanajuato, Jalisco, Morelos, Nayarit, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sonora, Tamaulipas y Yucatán. 


� OIT; Trabajo Decente y Juventud en América Latina [En línea] Disponible en web: � HYPERLINK "http://prejal.oit.org.pe/prejal/docs/TDJ_AL_2010FINAL.pdf" �http://prejal.oit.org.pe/prejal/docs/TDJ_AL_2010FINAL.pdf� [Consulta: 13 de marzo 2010]


� Red por los Derechos de la Infancia en México (REDIM). Informe Alternativo sobre el Protocolo Facultativo de la Convención sobre  los Derechos del Niño relativo a la participación de los niños en los conflictos armados, México, abril, 2010.


� Ileana Álvarez; “El crimen organizado: ¿fuente de empleo para los jóvenes?”. [En línea] en Panorama, http://www.panoramadebc.com/hemeroteca/65-febrero-2010/528-el-crimen-organizado-ifuente-de-empleo-par


� Artículo 2.1; Pacto Internacional del Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 


� Relator Especial sobre el derecho a la alimentación, Jean Ziegler, Informe del Relator Especial  E/CN.4/2004/10, 9 de febrero del 2004.


� Datos del Segundo Foro Nacional de Salud Alimentaria Región Centro.


� El Poder del Consumidor; Boletín de Prensa. México, Octubre 2010.


� Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos en los Hogares (ENIGH) 2008. México.


� Héctor A. Chávez Maya, El Financiero, “Sin freno, alza en los precios de alimentos; afecta bolsillo de las familias, 26 de marzo 2010.


� Del año 2000 a la fecha se ha triplicado el presupuesto que el gobierno federal destina al campo por medio de la Secretaría de Agricultura (SA) al pasar de 24 mil 713 millones de pesos a 72 mil 908.5 millones de pesos, sin que ello se  refleje en el incremento de la producción de alimentos


�  MARIELLE Catherine, Coordinadora, La Contaminación transgénica del maíz en México, luchas civiles en defensa del maíz y de la soberanía alimentaria, Grupo de Estudios Ambientales A.C.


� Secretaría de Gobernación. IFORME DE IMPLEMENTACIÓN DEL PROGRAMA NACIONAL DE DERECHOS HUMANOS 2008-2012, Agosto2008-Septiembre 2009. México 2009. pp.6-7. [ref. el 27 de diciembre de 2010]. Información disponible en Web: http://www.derechoshumanos.gob.mx/archivos/anexos/informe_de_implementacion_2009.pdf


� INEGI. Encuesta Trimestre de Empleo. tabulado “Población mayor 14 años  Por: Entidad federativa y Clasificación de la PEA y PNEA.


� SINAIS. Principales causas de mortalidad materna en México, 2005-2007. 


[ref. el 27 de diciembre de 2010]. Información disponible en Web http://www.sinais.salud.gob.mx/descargas/xls/Princip_CausasMM_2005-2007.xls


� Fundación CIDOC y Sociedad Hipotecaria Federal; Estado actual de la vivienda en México 2010, Sedesol - SHCP, México, 2010.


� Banegas González Israel y Blanco Bosco Emilio, Políticas y Sistemas de Evaluación Educativa en México. Avances, logros y Desafíos. Informe para la Reunión Ministerial del Grupo E-9 (UNESCO), México, 13-15 de febrero de 2006, Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación, México, 2006.





� Observatorio Ciudadano de la Educación, “El Derecho a la educación en México. Situación y perspectivas, Revista Este país, agosto de 2010, p.29.


� Centro de Derechos humanos “Fray Francisco de vitoria O.P.” A.C., Informe anual sobre la Situación de los derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales en México, 2002-2003. México. Indesol-CDHFFV.


� Secretaría de Educación Pública. Dirección General de Planeación, Programación y Presupuesto, citado en CEPAL: Las metas del Milenio y la Igualdad de Género. El caso de México. 


� Según la Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo de 2009 reporta que de los 78.7 millones de personas de 14 y más años que trabajan 53.7%, son mujeres (trabajo global, remunerado y no remunerado). Sin embargo, en el periodo 2005-2009 la participación de las mujeres en el trabajo remunerado se registro inferior a la de los hombres


� CNDH, Recomendación 26/2006 julio, 2006, � HYPERLINK "http://www.cndh.org.mx" �http://www.cndh.org.mx� y OIT, Informe adoptado por el Consejo de Administración (marzo 2009). Se puede consultar en: � HYPERLINK "http://www.ilo.org" �http://www.ilo.org�





� Además de los 235 familiares y la Organización Familia Pasta de Conchos, la petición ante la CIDH es litigada por el Centro de Derechos Humanos Miguel Agustín Pro Juárez, el Centro de Reflexión y Acción Laboral de Fomento Cultural y Educativo (CEREAL) y el Equipo Nacional de Pastoral Laboral.
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